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EL, MUNDO DE COLON 

Se conmemora en este mes de Octubre el prodigioso descu- 
brimiento del Continente Americano, que surgió en la soledad 
de los mares como para recompensar la fe y la voluntad inque- 
brantable de un vidente. 

Puede afirmarse que ha sido éste el triunfo más soberbio y 
decisivo que han obtenido los paladines del ideal sobre las filas 
compactas de sus adversarios, que en todos los países y en todas 
las épocas de Ja historia, sustentan su frío y calculador positivis- 
mo y se atienen á la verdad conocida, al hecho consumado, á 
las teorías reinantes. 

Hoy nuestra América es un inmenso campo de ensayos, 
que hereda de su estirpe europea el apetito innovador, en donde 
las modernas teorías jurídicas y los principios humanitarios 
pugnan por arrebatar la preeminencia á las teorías que predi- 
can la apoteosis del más fuerte; en que la paz sosegada y civili- 
zadora reemplazará para siempre, en las relaciones de los hom- 
bres y en el concierto delos pueblos, á la innoble revolución y á 
los odiosos azares de la guerra. 

Hará más de treinta aííos, un pensador ilustre, el doctor 
Antonio Zambrana, en uno de sus discursps exclamaba: ((Seño- 
res: vivir en este siglo impone deberes y también los impone 
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vivir en este continente. La América estaba dispuesta por la 
Naturaleza para ser el mundo del prodigio, ceñida de océanos, 
cruzada de torrentes, sombreada por selvas cuya cabellera indo- 
lente y desgreñada se mece entre las nubes, la ardiente lava 
que palpitaba bajo la tierra, parecía repetirse sobre ella en fe- 
cunda savia, en hálito pujante de vida que erguía el tallo de 
sus árboles gigantescos, que cuajaba de vegetación pasmosa 
aun el duro granito, tibio atín con el calor subterráneo y que 
en el pétalo de sus flores y en el ala de sus aves y en el aire de 
su cielo descomponían en iris resplandeciente los rayos del sol, 
ofreciendo al hombre, para el drama de la vida, una escena 
cuya decoración maravillosa era superior á los templos de már- 
mol y á los palacios de oro en que había vivido y se habla ins- 
pirado la musa de la civilización antigua. La América es en 
efecto, el mundo de una democracia nueva, la tierra natal de la 
verdadera Repfiblica)). . 

Cómo han correspondido estos países á las esperanzas con- 
signadas en ese verdadero trozo de antología? Será acaso puro 
lirismo de poeta, ó sueño de artista, ese destino que señaló para 
nosotros un porvenir tan lisonjero? 

CGmplenos ahora anotar que dentro de esas tres décadas 
Cuba adquirió su independencia, el Brasil adopta la forma de 
gobierno republicano, y que en la actualidad por lo menos, las 
naciones de nuestra América disfrutan todas de los beneficios de 
la paz; que sus Gltimos conflictos se han solucionado por medio 
del arbitramento, y que en el Istmo Centroamericano vive aun 
y funciona á despecho de los pesimistas que la creían efímera, 
la Corte de Justicia Internacional, que tiene confiada hermosa 
tarea de concordia, idéntica á la del Tribunal de La Haya en la 
antigua Europa, y que 
cumbres de los Andes, 
que viven y prosperan 
lombino. 

un viento de libertad que baja de las 
recorre y sanea el ambiente moral en 
las democracias del Continente Co- 

ALEJANDRO ALVARADO QUIRÓS, 
Secretario Interino 

de la Corte de Justicia Centroamericana 

. 
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PACTOS CENTROAMERICANOS 

CONVENCIÓN DE COMUNICACIONES 

Los Gobiernos de las Repíiblicas de Costa Rica, Guatemala, Hondu- 
ras, Nicaragua y El Salvador, deseando contribuir cada una, en la parte 
que le corresponda, á la realización de la grande obra del Ferrocarril 
Panamericano, y á fin de realizar tan importante objeto, han tenido á bien 
celebrar una Convención especial y. al efecto, han nombrado Delegados: 

Costa Rica: á los Excelentísimos señores I.,icenciado don I,uis Bn- 
derson y don Joaquín B. Calvo; 

Guatemala: á 10s Excelentísimos señores Licenciado don Antonio 
Batres Jánregui, Doctor don Luis Toledo Herrarte y don Víctor Sánchez 
Ocaña; 

Honduras: á los Excelentísimos señores Doctor don Policarpo Bonilla, 
Doctor don Angel Ugarte y don E. Constantino Fiallos; 

Nicaragua: á los Excelentísimos señores Doctores don Jose Madriz y 
don I,uis F. Corea; y 

Ei Salvador: á los Excelentísimos señores Doctor don Salvador Galle- 
gos, Doctor don Salvador Rodriguez González y don Federico Mejía. . 

En virtud de la invitación hecha conforme al artículo II del Protocolo 
firmado en Wáshington el 17 de setiembre de 1907 por los Representantes 
Plenipotenciarios de las cinco Repúblicas Centroamericanas, estuvieron 
presentes en todas las deliberaciones los Excelentísimos señores Repre- 
sentante del Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, Embajador don 
Enrique C. Creel, y Representante del Gobierno de los Estados Unidos de 

Am&ica, Mr. William 1. Buchanan. 
Los Delegados, reunidos en la Conferencia de Paz Centroamericana 

en Wáshington, después de haberse comunicado sus respectivos plenos 
poderes, que encontraron en buena forma, han convenido en llevar á efecto 
el propósito indicado, de la manera siguiente: 

ARTÍCULO 1 

Cada Gobierno nombrará una Comisión para que estudie y proponga 
los medios más á propósito para llevar á efecto la parte de la referida 
obra dentro de su propio territorio. 
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ARTfcuLo II 

Las Comisiones, aprovechando los estudios que existen respecto del 
Ferrocarril Panamericano, y haciendo los más que estimen necesarios, 
presentarán á sus respectivos Gobiernos informes detallados sobre el 

número de millas que haya de construirse, las poblaciones y terrenos que 
deba atravesar la línea, los ramales que convenga unir $ la línea princi- 
pal, el costo de las diferentes secciones y todos los puntos que estimen 
convenientes para el fin propuesto. 

ARTÍCULO III 

I,as mismas Comisiones al indicar los medios más apropiados para 
la construcción de los trayectos respectivos, sugerirán, en cuanto sea 
posible, todo lo conveniente á concesiones de terrenos, privilegios, tarifas, 
garantías y demás elementos usuales en estos casos. 

ARTfcum Iv 

Una vez aprobados por los Gobiernos dichos informes, se remitirán 
á la Oficina Internacional de las Repúblicas Americanas en Wáshington, 
para que en ella se abra un concurso, á fin de obtener las mejores condi- 
ciones al celebrar las contratas correspondientes para la construcción de 
las líneas que se consideren necesarias. 

ARTfcw.0 V _ 

I,a Oficina Internacional, de acuerdo con los Representantes Diplo- 
máticos de las cinco Repúblicas de Centro América, abrirá dicho concurso, 
dirigiendo sus esfuerzos en primer término á la organización de una 
ó más compañías que construyan los trayectos indicados, y en caso con- 
trario, á unificar y poner de acuerdo á las diferentes compañías que hayan 
obtenido ú obtengan concesiones, ó celebrado contratas directamente 
con los Gobiernos. 

ARTÍCCTLO VI 

I,os Gobiernos Contratantes se pondrán de acuerdo con el Gobierno 
de los Estados Unidos Mexicanos y con el Gobierno de Panamá, para 
todo lo que se refiera al tránsito de mercaderfas y pasajeros, de frontera á 
frontera. 
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ARTfcuI,o VII 

Las Comisiones serán nombradas en cuanto se apruebe la presente 
Convención, y el informe se presentará en un término que no exceda de 
seis meses después de dicho nombramiento, 

ARTÍCULO VIII 

La presente Convención no será obstáculo para que los Gobiernos 
celebren directamente las contratas referentes á la construcción de ferro- 
carriles en sus respectivos países; pero quedan obligados á remitir dichas 
contratas á la Oficina Internacional, para la unificación ó acuerdo á que 
se refiere el artfculo V. 

Ar¿TfcuLo IX 

Los Gobiernos contratantes se obligan además á celebrar los arreglos 
convenientes para establecer y mejorar los servicios de comunicaciones 
entre las distintas Repúblicas, tales como líneas de vapores, cables subma- 

rinos, telégrafos con ó sin hilos, teléfonos, y cuanto pueda conducir á 
estrechar más sus mútuas relaciones. 

I,os convenios actuales para el servicio cablegráfico, telegráfico y tele- 
fónico continuarán en vigencia mientras los Gobiernos interesados lo 
crean conveniente. 

Firmada en la ciudad de Wáshington, á los veinte dias de diciembre 
de mil novecientos siete. 

(f. j I,uis Andersen.-(f.) J. B. Calvo.-(f.) Antonio Batres Jáu- 
regui.-(f.) I+uis’I’oledo Herrarte.- Víctor Sánchez Ocafía.-(f.) Po- 
licarpo Bonilla.-(f.) Angel Ugarte.-(f.) E. Constantino Fiallos.- 
(f.) José Madriz..- (f.) Luis F. Corea. -(f.) Salvador Gallegos.- 

(f.) Salvador Rodríguez G.-(f. > F. Mejfa. 

CONVENCIÓN SOBRE FUTURAS CONFERENCIAS 

CENTROAMERICANAS 

I,os Gobiernos de las R.epúblicas de Costa Rica, Guatemala, Hondu- 
ras, Nicaragua y El Salvador, deseando promover la unificación y armonía 
de sus intereses, como uno de los medios más eficaces para preparar la 
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fusión de los pueblos centroamericanos en una sola nacionalidad, han 
convenido en celebrar una Convención para el nombramiento de Comisio- 

nes y para la reunión de Conferencias Centroamericanas, que acuerden 
las medidas más oportunas y convenientes á fin de uniformar sus intere- 
ses económicos y fiscales, y al efecto han nombrado Delegados: 

Costa Rica: á los Excelentísimos señores Licenciado don I,uis Ander- 
son y don Joaquín B. Calvo; 

Guatemala: á los Excelentísimos señores Licenciado don Antonio 
Batres Jáuregui, Doctor don Luis Toledo Herrarte y don Víctor Sánchez 
Ocaña; 

Honduras: á los Excelentísimos señores Doctor don Policarpo Boni- 

lla, Doctor don Angel Ugarte y don E. Constantino Fiallos; 
Nicaragua: á los Excelentísimos señores Doctores don José Madriz y 

don Luis F. Corea; y 
El Salvador: á los Excelentfsimos señores Doctor don Salvador Ga- 

llegos, Doctor don Salvador Rodríguez González y don Federico Mejía. 
En virtud de la invitación hecha conforme al artículo II del Proto- 

colo firmado en Wáshington el 17 de septiembre de 1907 por los Repre- 
sentantes Plenipotenciarios de las cinco Reptíblicas Centroamericanas, 
estuvieron presentes en todas las deliberaciones los Excelentísimos Seño- 
res Representante del Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, 
Embajador don Enrique C. Creel, y Representante del Gobierno de los 
Estados Unidos de América, Mr. William 1. Buchanan. 

I,os Delegados, reunidos en la Conferencia de Paz Centroamericana 
en Wáshington, después de haberse comunicado sus respectivos plenos 
poderes, que encontraron en buena forma, han convenido en llevar 
á efecto el propósito indicado, de la manera siguiente: 

Arzl’fcur,o 1 

Cada uno de los Gobiernos contratantes se compromete á nombrar 
dentro de un mes, contado de la tíltima ratificación del presente Conve- 
nio, una 6 más Comisiones que se ocupen de preferencia en el estudio de 
todo lo concerniente al sistema monetario de su respectivo pais, especial- 

mente en relación con el de los otros Estados, y con el intercambio entre 
ellos; y, además, en el estudio de todo lo relativo á los sistemas de adua- 
nas, de pesas y medidas y de otras materias de orden económico y fiscal 
que se juzgue conveniente’uniformar en Centro Am&ica. 

. 
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ARTfcao II 

I,as Comisiones deberán presentar un informe dentro de seis meses 
después de su nombramiento, y cada Gobierno comunicará ese informe 
á los demás, excitándoIos para que procedan á designar uno ó más DeIe: 
gados que concurran á una Conferencia Centroamericana, la cual se inau- 
gurará el 10 de enero inmediato, y se ocupará en celebrar una Conven- 
ción que tenga por objeto acordar las medidas que tiendan á realizar los 
fines á que se refiere el articulo 1, dando preferencia á lo referente al 
sistema monetario de las cinco Reptíblicas, y procurando establecer en 
ellas un cambio fijo con relación al oro. 

ARTfcuLo III 

Se continuará celebrando Conferencias anualmente, que se instalarán 
el dia 10 de enero, para tratar de los puntos comprendidos en el artícu- 
lo 1 de esta Convención que no hayan sido objeto de resolución en la 
Conferencia anterior; y de los demás asuntos que los Gobiernos tengan 
á bien someter á dichas Conferencias. 

ARTÍCULO IV 

La primera Conferencia se reunirá en la ciudad de Tegucigalpa, en 
la fecha indicada en el artículo II; y al terminar sus sesiones, designará 
el lugar en que deba reunirse la próxima Conferencia, y así sucesivamente. 

ArzTfCur.,o V 

La presente Convención regirá durante cinco años; pero si expirado 
ese término, ninguno de los Gobiernos signatarios la hubiere denunciado, 
continuará en vigencia hasta seis meses después de que alguna de las 
Altas Partes Contratantes haya notificado á las otras su resolución de 

separarse de ella. ’ 
Firmada en la ciudad de Wáshington, á los veinte días de diciembre 

de mil novecientos siete. 

(f.) I.,uis Andersen.-(f.) J. B. Calvo.-(f.) Antonio Batres Jáu- 

regui . -(f .> Luis Toledo Herrarte.-(f. > Víctor Sánchez Ocaña.-(f. > Po- 
licarpo Bonilla.-(f.) Angel Ugarte.-(f.) E. Constantino Fiallos.- 

(f.j José Madriz. - (f.) Luis F. Corea. - (f.) Salvador Gallegos.- 

(f.) Salvador Rodríguez G.-(f.) F. Mejía. 
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CONVENCIÓN PARA EL ESTABLECIMIENTO 
DE UNA OFICINA INTERNACIONAL 

CENTROAMERICANA 

I,OS Gobiernos de las Repúblicas de Costa Rica, Guatemala, Hondu- 
ras, Nicaragua y El Salvador, deseando fomentar los intereses comunes 
de Centro América, han convenido en fundar una Oficina Internacional 
que se encargue de la vigilancia y cuidado de tales intereses, y, para rea- 
lizar tan importante objeto, han tenido á bien celebrar una Convención 
especial, y al efecto han nombrado Delegados: 

Costa Rica: á los Excelentísimos señores Licenciado don I,uis Ander- 
son y don Joaquín B. Calvo; 

Guatemala: á los Excelentísimos señores Licenciado don Antonio 
Batres Jáuregui, Doctor don I,uis Toledo Herrarte y don Víctor Sán- 
chez Ocaña; 

Honduras: á los Excelentísimos señores Doctor don Policarpo Boni- 
lla, Doctor don Angel Ugarte y don E. Constantino Fiallos; 

Nicaragua: á los Excelentísimos señores Doctores don Jose Madriz y 
don I,uis F. Corea; y 

El Salvador: á los Excelentísimos señores Doctor don Salvador Galle- 
gos, Doctor don Salvador Rodríguez González y don Federico Mejía. 

En virtud de la invitación hecha conforme al artículo II del Protocolo 
firmado en Wáshington el 17 de setiembre de 1907 por los Representantes 
Plenipotenciarios de las cinco Repúblicas Centroamericanas, estuvieron 
presentes en todas las deliberaciones los Excelentisimos señores Repre- 
sentante del Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, Embajador don 
Enrique C. Cree1 y Representante de los Estados Unidos de América, 

Mr. William 1. Buchanan. 
I,os Delegados, reunidos en la Conferencia de Paz Centroamericana 

en Wáshington, después de haberse comunicado SLIS respectivos plenos 
poderes, que encontraron en buena forma, han convenido en llevar á efecto 
el propósito indicado de la manera siguiente: 

ART~CUIN 1 

Se reconocen como intereses centroamericanos á los cuales debe dedi- 
carse preferente atención, los siguientes: 

lo Concurrir con todos sus esfuerzos á la reorganización pacífica de 
la Patria Centroamericana; 
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29 Imprimir en la enseñanza popular un carácter esencialmente 
centroamericano, en sentido uniforme, haciéndola lo más amplia, práctica 
y completa que sea posible, y de acuerdo con la tendencia pedagbgica 
moderna; 

39 El desarrollo del comercio centroamericano y de cuanto tienda á 
hacerlo más activo y provechoso, lo mismo que á extenderlo en sus rela- 
ciones con las demás naciones; 

49 El incremento de la agricultura y de las industrias que puedan 
desarrollarse con provecho en ~sus diversas secciones; 

50 La uniformidad de la legislación civil, comercial y penal, debien- 
do reconocer, como principal fundamento, la inviolabilidad de la vida, el 
respeto á la propiedad y la consagración más absoluta de los derechos de 
la personalidad humana; la del sistema de aduanas; la del sistema mone- 
tario, de modo que asegure un tipo de cambio fijo; la sanidad general y 
y especialmente la de los puertos centroamericanos; el afianzamiento del 
crédito de Centro América; la uniformidad del sistema de pesas y medidas, 
y la constitución de la propiedad raíz, de tal manera firme 6 indiscutible, 
que pueda servir de base sólida al crédito y permitir el establecimiento de 

bancos hipotecarios. 

ARTÍCULO II 

Para los fines indicados anteriormente, los Gobiernos signatarios se 
comprometen á establecer una Oficina Internacional Centroamericana, 
formada por un Delegado de cada una de ellas. 

ARTÍCUI,O III 

La Presidencia de la Oficina deberá ejercerse alternativamente entre 

los miembros que la compongan, siguiéndose al efecto el orden alfabético 
de los Estados contratantes. 

ARTÍCUI,O IV 

Las funciones de la Oficina serán todas aquellas que se consideren 

necesarias y convenientes para la realización de los intereses que se le 
encomiendan por el presente convenio; y, al efecto, ella misma deberá 
detallarlas en los reglamentos que dicte, pudiendo tomar todas las dispo- 
siciones de orden interior que conduzcan á llenar debidamente la misión 
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de mantener y desarrollar los intereses centroamericanos que se ponen 
bajo su cuidado y vigilancia. 

Para obtener este fin, los Gobiernos contratantes se comprometen 
á prestar á la Oficina todo el apoyo y protección necesarios para el buen 
desempeño de su objeto. 

ARTÍCULO V 

La Oficina deberá dirigir cada seis meses, á cada uno de los Gobier- 
nos signatarios, un informe detallado de las labores realizadas en el 
semestre transcurrido. 

ARTfcuLo VI 

La Oficina residirá en la ciudad de Guatemala y se procurará insta- 

larla lo más tarde el día 15 de setiembre del año entrante de 1908. 

Ar¿TfcuLo VII 

Los Agentes Diplomáticos y Consulares de los Gobiernos contratan- 
tes deberán prestar á la Oficina todo el concurso que ella les pida, sumi- 
nistrándole cuantos datos, informes y noticias necesite y debiendo cumplir 
las comisiones y encargos que tenga á bien encomendarles. 

ARTÍCULO VIII 

Los gastos que ocasione el mantenimiento de la Oficina serán paga- 
dos por partes iguales por los Estados signatarios. 

ARTfcur,o IX 

La Oficina deberá tener un órgano de publicidad para sus trabajos y 
procurará mantener relaciones con los demás centros de índole análoga, 
particularmente con la Oficina Internacional de las Repúblicas Americanas 
establecida en Wáshington. 

ARTÍCULO X 

I,a Oficina será órgano de inteligencia entre los Países signatarios; 
elevará á los Gobiernos respectivos las comunicaciones, informes y memo- 
rias que estime necesarios para el desarrollo de las relaciones é intereses 
que le están encomendados. 
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ARITCULO XI 

La presente Convención durará quince años, prorrogables á voluntad 
de las Altas Partes Contratantes. 

Firmada en la ciudad de Wáshington, á los veinte días del mei de 
diciembre de mil novecientos siete. 

(f.) I.,uis Andersen.-(f.j J. B. Calvo.-(f.) Antonio Batres Jáu- 
regui . -(f.) I,uis Toledo Herrarte.- Víctor Sánchez Ocaña.-(f. > Po- 
licarpo Bonilla.-(f.) Angel Ugarte.-(f.) E. Constantino Fiallos. 
(f.) José Madriz. -(f.> I,uis F. Corea. - (f.1 Salvador Gallegos.- 
(f.) Salvador Rodríguez G. -(f.) F. Mejía. 

CONVENCIÓN PARA EL ESTABLECIMIENTO 

DE UN INSTITUTO PEDAGOGICO 

CENTROAMERICANO 

Los Gobiernos de las Repúblicas de Costa Rica, Guatemala, Hondu- 
ras, Nicaragua y El Salvador, reconociendo como de la mayor impor- 
tancia y trascendencia para informar la enseñanza en un espíritu de 
centroamericanismo y encaminarla uniformemente por los derroteros que 
marca la Pedagogfa moderna, y animados del deseo de hacer efectivo y 
práctico ese reconocimiento, han dispuesto celebrar una Convención, y al 
efecto han nombrado Delegados: 

Costa Rica: á los Excelentísimos señores L,icenciado don I,uis An- 

derson y don Joaquín B. Calvo; 
Guatemala: á los Excelentísimos señores Licenciado don Antonio 

Batres Jáuregui, Doctor don Luis Toledo Herrarte y don Vfctor Sánchez 

Ocaña; 
Honduras: á los Excelentísimos señores Doctor don Policarpo Boni- 

lla, don Angel Ugarte y don E. Corístantino Fiallos; 
Nicaragua á los Excelentísimos señores Doctores don José Madriz y 

don Luis F. Corea; y 
El Salvador: á los Excelentísimos señores Doctor don Salvador Ga- 

llegos, Doctor don Salvador Rodriguez González y don Federico Mejía. 
En virtud de la invitación hecha conforme al articulo II del Pro- 

tocolo firmado en Wáshington el 17 de setiembre de 1907, por los Re- 
presentantes Plenipotenciarios de las cinco RepCblicas Centroamericanas, 
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estuvieron presentes en todas las deliberaciones los Excelentfsimos seño- 
res Representante del Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, Emba- 
jador don Enrique C. Creel, y Representante del Gobierno de los Estados 
Unidos de América, Mr. William 1. Buchanan. 

Los Delegados, reunidos en la Conferencia de Paz Centroamericana 
en Wáshington, después de haberse comunicado sus respectivos plenos 
poderes, que encontraron en buena forma, han convenido en llevar á 

efecto el propósito indicado de la manera siguiente: 

ARTfCULO 1 ' ' 

Las Repúblicas de Costa Rica, Guatemala, Honduras, Nicaragua y 
El Salvador, animadas del deseo de establecer un servicio de educación 
común, esencialmente homogéneo y que propenda á la unificación moral 
é intelectual de estos paises hermanos, han convenido en fundar, á expen- 
sas y en provecho de todas, un Instituto Pedagógico, con sección de hom- 
bres y mujeres, para la educación profesional del magisterio. Costa Rica 

será el asiento del establecimiento. 

ARTÍCULO II 

Es entendido que, en punto á personal docente, edificios, mobiliario 
y material cientifico, el Instituto Pedagógico estará á la altura de los me- 
jores de su clase. 

ARTÍCULO III 

I,a instalación, organización y administración económica, así como el 

control.general del establecimiento, corresponden al Gobierno de Costa 
Rica; pero los otros Gobiernos interesados podrán, cuando lo estimen 
conveniente, nombrar un Delegado al Consejo Directivo del mismo. El 
Gobierno de Costa Rica comunicará anualmente á los otros Gobiernos la 
marcha y estado del establecimiento. 

ARTfcuLO Iv 

Cada Republica tiene derecho á mantener hasta cien normalistas en 

el Instituto Pedagógico, -cincuenta de cada sexo,-pero no dejará de en- 

viar por lo menos, veinte de cada sexo. 



193 

ARTÍCULO V 

Calculado el presupuesto de gastos extraordinarios de instalación, en 
los cuales entran los edificios, el mobiliario y el material científico, la 
traída del personal docente, etc., se comunicará á los Gobiernos interesa- 
dos, cada LIGO de los cuales pondrá á disposición del de Costa Rica la 

cuota que le corresponda como contribución. 
En vista del progresivo ensanche y desarrollo del Instituto Pedagó- 

gico Centroamericano, el Gobierno de Costa Rica queda facultado para 
construir edificios especiales, situados fuera de los grandes centros de 
población, en lugares sanos, frescos y propicios para el trabajo intelectual. 

ARTfcuLo VI 

,En cuanto á los gastos ordinarios de sueldos, internado, administra- 
ción, etc.,, serán abonados á Costa Rica al comienzo de cada ejercicio 
lectivo. 

ARTfcr&o VII 

La Liga Pedagógica aquí convenida,-primer paso en el sentido de 
la unificación de los sistemas de enseñanza,-durará quince años, prorro- 
gables á voluntad de las Altas Partes Contratantes. 

ARTfcuLo VIII 

Esta Convención será ratificada por notas cambiadas entre los Go- 
biernos interesados; y una vez ratificada, se pondrá en vigor, sin pérdida 

de tiempo. 
Firmada en la ciudad de Wáshington á los veinte días de diciembre 

de mil novecientos siete. 

(f.) I,uis Anderson. - (f.) J. B. Calvo. - (f.) Antonio Batres 
Jáuregui.-(f.) Luis Toledo Herrarte.- Víctor Sánchez Ocaña. - 
(f. > Policarpo Bonilla. - (f.) Angel Ugarte. - (f.) E. Constantino 
Fiallos.-(f.) José Madriz.-(f.) Luis F. Corea.- Salvador Galle- 

ges.-(f.) Salvador Rodríguez G.-(f.) F. Mejía. 
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CONVENCIÓN DE EXTRADICIÓN 

Los Gobiernos de las Repúblicas de Costa Rica, Guatemala, Hondu- 
ras, Nicaragua y El Salvador, deseando confirmar sus amistosas reraciones 
y promover la causa de la justicia, han resuelto celebrar una Convención . 

para la extradición de los prófugos de la misma, y, al efecto, han nom- 
brado Delegados: 

Costa Rica: á los Excelentfsimos señores Licenciado don I,uis Ander- 
son y don Joaquín B. Calvo; 

Guatemala: á los Excelentísimos señores Licenciado don Antonio 
Batres Jáuregui, Doctor don Luis Toledo Herrarte y don Víctor Sánehez 
Ocaña; 

Honduras: á los Excelentísimos señores Doctor don Policarpo Bonilla, 
Doctor don Angel Ugarte y don E. Constantino Fiallos; 

Nicaragua: á los Excelentísimos señores Doctores don José Madriz y 
don I,uis F. Corea; y 

El Salvador: á los Excelentísimos señores Doctor don Salvador Galle- 
gos, Doctor don Salvador Rodríguez González y don Federico Mejfa. 

En virtud de la invitación hecha conforme al artfculo II del Protocolo 
firmado en Wáshington el 17 de setiembre de 1907 por los Representantes 
Plenipotenciarios de las cinco Repúblicas centroamericanas, estuvieron 
presentes en todas sus deliberaciones los Excelentisimos señores Repre- 
sentante del Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, Embajador don 
Enrique C. Cree1 y Representante del Gobierno de los Estados Unidos de 
Norte América, Mr . William 1. Buchanan. 

I,os Delegados, reunidos en la Conferencia de Paz Centroamericana 

en Wáshington, después de haberse comunicado sus respectivos plenos 
poderes, que encontraron en buena forma, han convenido en llevar 
á efecto el propósito indicado de la manera siguiente: 

AR’rfcur,o I 

Las Republicas Contratantes convienen en entregarse recíproca- 
mente los individuos que se refugien en el territorio de cada una de ellas, 
y que en la otra hubieren sido condenados como autores, cómplites 6 en- 
cubridores de un delito, á una pena no menor de dos años de la privación 
de la libertad, 6 que estuvieren procesados por un delito que, conforme s 

á las leyes del país que hace el requerimiento, merezca una pena igual. 

6 mayor que la expresada. 
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AR?%XJLO .II 

, No se concederá la extradición en ninguno de los casos siguientes: 

19 Cuando la prueba de la delincuencia presentada por la parte 

requiriente no justificare, conforme á las leyes del lugar donde se encuen- 
tra el prófugo enjuiciado, su aprehensión y enjuiciamiento, en caso de 

que el delito se hubiere cometido allf. 
29 Cuando el delito imputado sea de carácter politice, ó siendo 

comtín, fuere conexo con éste. 
39 Cuando, conforme á las leyes del pais reclamante ó las del asilo, 

hubieren prescrito la acción ó la pena. 
40 Si el reo reclamado hubiere sido ya juzgado y sentenciado por 

el mismo acto en la República donde reside. 
59 Si enkta, el hecho por que se pide la extradición, no fuere con- 

siderado como delito. 
60 Cuando la pena que correspondiere al delito por que se pide la 

extradición fuere la de muerte, á no ser que el Gobierno que hace la soli- 

citud se comprometiere á aplicar la inmediata inferior. 

ARTÍCULO III 

.La persona cuya extradición se haya concedido, con motivo de uno 
de los delitos mencionados en el articulo 1, en ningtin caso será juzgada y 
castigada en el país á que se hace la entrega, por un delito polftico come- 
tido antes de su extradición, ni por un acto que tenga atingencia con ‘un 
delito politice. No se considerará delito político el atentado contra la vida 
del Jefe de un Gobierno, ni los atentados anarquistas, siempre que la ley 
de los paises requiriente y requerido haya fijado pena para dichos actos. 
En este caso la extradición se concederá aGn cuando el delito de que se 
trata tuviere una pena menor de dos años de prisión. 

ARTicUI.0 Iv 

I,as Altas Partes Contratantes no estarán en la obligación de entregar 
á sus nacionales; pero deberán enjuiciarlos por las infracciones de la ley 
penal cometidas en cualquiera de las otras Repúblicas; y el Gobierno res- 
pectivo deberá comunicar las diligencias, informaciones y documentos 

correspondientes, remitir los objetos que revelen el cuerpo del delito y 
suministrar todo lo que conduzca al esclarecimiento necesario para la 
expedición del proceso. Verificado esto, la causa se continuará hasta SU 
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terminación, y el Gobierno del país del juzgamiento informará al otro del 
resultado definitivo. 

ARTfcvLo V 

. Si el individuo de cuya extradición se trata estuviere enjuiciado ó 
hubiere sido condenado en el país del asilo por delito cometido en él, no 
será entregado, sino despu& de haber sido absuelto por sentencia firme, 
y, en caso de condenación, después de haber extinguido la condena ó de 
haber sido indultado. 

ARTfcuLo VI 

Si el prófugo reclamado por una de las Partes Contratantes lo fuere 
también por uno ó más Gobiernos, el reo será entregado de preferencia al 
que primero lo haya pedido. 

AKTÍCUI,O VII 

El pedimento para la entrega de los prófugos se hará por los respec- 
tivos Agentes Diplomáticos de las Partes Contratantes, ó, en caso de estar 
ausentes del país ó de la residencia del Gobierno, podrá hacerse por los 
Agentes Consulares. 

En casos urgentes, se podrá solicitar la detención provisional del 
inculpado por medio de comunicación telegráfica 6 postal, dirigida al 
Ministerio de Relaciones Exteriores, ó por medio del respectivo Agente 
Diplomático, ó del Cónsul, en su defecto. El arresto provisional se veri- 
ficará según las reglas establecidas por las leyes del psis requerido; pero 
cesará si en el término de un mes, contado desde que se verificó, no se 

formalizare la reclamación. 

ARTfcuLo VIII 

En la reclamación se especificará la prueba 6 principio de prueba 
que, por las leyes del país en que se hubiere cometido el delito, sea has- 
tante para justificar la captura y enjuiciamiento del culpable. También 
deberá acompañarse la sentencia condenatoria, acusación, mandamiento 
de prisión ó cualquiera otro documento equivalente; y debe indicarse la 
naturaleza y gravedad de los hechos imputados y las disposiciones pena- 
les que les sean aplicables. En caso de fuga, después de estar condenado 
y antes de haber sufrido totalmente la pena, la reclamacibn expresará 
esta circunstancia 4 irá acompañada únicamente de la sentencia. 
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ARl’fcm.0 IX 

La autoridad á quien corresponda hará la aprehensión del prófugo 
con el fin de que sea presentado ante la autoridad judicial competente 
para su examen. Si se decidiere que, conforme á las leyes y pruebas pre- 
sentadas, procede la entrega con arreglo á esta Convención, el prófugo 
será entregado en la forma legal prescrita para estos casos. 

ARTfcuLo X 

I,a persona entregada no podrá ser juzgada, ni castigada en el país 
al cual se ha concedido la extradición, ni puesta en poder de un tercero, 
con motivo de un delito no comprendido en esta Convención y cometido 
antes de su entrega, á no ser que el Gobierno que la hace dé su aquiescen- 
cia para el enjuiciamiento ó para la entrega á dicha tercera nación. 

Sin embargo, este consentimiento no será necesario : 

10 Cuando el acusado haya pedido voluntariamente que se le juzgue 

ó se le entregue á la tercera nación. 
2Q Cuando haya tenido libertad para ausentarse del país durante 

treinta días, por haber sido puesto en libertad por falta de mérito para la 

acusación por la que se le entregó; ó en caso de haber sido condenado, 
durante treinta días después de haber cumplido su condena ó de haber 
obtenido indulto. 

ARTÍWI,O XI 

Los gastos que causen el arresto, manutención y viaje del individuo 
reclamado, lo mismo que los de la entrega y transporte de los objetos que, 
por tener relación con el delito deban restituirse ó remitirse, serán á cargo 

de la República que solicite la entrega. 

ART~CUI,O XII 

Todos los objetos encontrados en poder del acusado y obtenidos por 
medio de la comisión del acto de que se le acuse, ó que puedan servir de 
prueba del delito por el cual se pide su extradición, serán secuestrados y 
entregados con su persona, si así lo ordena la autoridad competente. Sin 
embargo, se respetarán los derechos de tercero respecto de estos objetos 
y no se hará su entrega, mientras no se haya resuelto la cuestión de pro- 

piedad. 

27 
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ARTícuLo XIII 

En todos los casos en que proceda la detención del refugiado se le 
hará saber su causa en el término de veinticuatro horas, y que podrá, 
dentro de tres días perentorios, contados desde el siguiente á la notifica- 
cibn, oponerse á la extradición, alegando: 

10 Que no es la persona reclamada; 

20 Los defectos sustanciales de que adolezcan los documentos pre- 
sentados; y 

39 La improcedencia del pedimento de extradición. 

En los casos en que se crea necesaria la comprobación de los hechos 
alegados, se abrirá el incidente á pruebas, observándose en sus términos 
las prescripciones de la ley procesal de la Republica requerida. Producida 
la prueba, el incidente será resuelto sin más trámite, en el término de diez 
días, declarando si hay ó no lugar á la extradición. Contra dicha provi- 
dencia se darán, dentro de los tres dias siguientes á su notificación, los 
recursos legales del país del asilo. 

AKT~CULO XV 

La presente Convención empezará á regir un mes después de la últi- 
ma ratificación, y permanecerá en vigor hasta un año después de que el 
deseo de ponerle término haya sido notificado, en debida forma, por uno 
de los Gobiernos á los otros. En tal caso, continuará vigente entre los 
demás que no la hubieren denunciado. 

ARTÍCULO XVI 

Cada Gobierno dará aviso á los demás de la ratificación legislativa de 
esta Convención dentro de diez días, á más tardar, de haberse verificado. 
Ese aviso por notas se tendrá como canje, sin necesidad de formalidad 
especial. 

Firmada en la ciudad de Wáshington, á los veinte días de diciembre 
de mil novecientos siete. 

(f.) I,uis Andersen.-(f.) J. B. Calvo.-(f.) Antonio Batres Jáu- 
regui.-(f.) Luis ToledoHerrarte.-(f. j Víctor Sánchez Ocaña.- Po- 
licarpo Bonilla.- (f.) Angel Ugarte.- (f.) E. Constantino Fiallos.- 

(f.) José Madriz. - (f.) I,uis F. Corea. - (f , > Salvador Gallegos. - 

(f.) Salvador Rodríguez G.-(f.) F. Mejía. 



DEMANDA Y RESOLUCIÓN 

' HONORABLE CORTE DE JUSTICIA CENTROAMERICANA 

Salvador Cerda, mayor de edad, casado, agricultor y originario de 

Nicaragua, después de presentar á’la Corte el homenaje de sus respetos, 
viene á establecer contra el Gobierno de Costa Rica, la siguiente deman- 
da, que funda en los hechos y consideraciones de orden legal, que pasa á 
exponer : 

A principios de junio del corriente año, recibí en rI,a Cruz)), lugar 
no muy distante de la frontera nicaragüense, una orden procedente del 

Poder Ejecutivo de la Repúbiica, para marchar á esta capital y en ella 
permanecer indefinidamente. Obedecí, como era mi deber, aquella dispo- 
sición gubernativa, por más que ella no estuviese de acuerdo con el libre 
régimen constitucional de este país. Pero considerando vulnerados mis 
derechos y mis garantías individuales, busqué en la ley la reparación con- 
tra el acto de que había sido víctima. ,El único recurso legal era el de 
#Hábeas Corpus,. I,o interpuse, y la Corte Suprema de Justicia tuvo á 
bien declararlo sin lugar. . 

Agotados así los recursos que las leyes costarricenses me conceden 

contra la violación de mis. derechos, y entrañando esa violación la de un 
pacto internacional centroamericano, como luego demostraré, el artículo 
de la Convención de Wáshington de veinte de diciembre de mil novecien- 
tos siete, sobre el establecimiento de la Corte de Justicia Centroamericana, 
me autoriza para establecer esta demanda, dirigida á obtener el restable- 
cimiento del imperio de la ley, en relación con el goce de mis garantías 
individuales. 

El artículo 28 de la Ley Constitutiva costarricense garantiza la libre 
locomoción en el territorio de la República. Según el artículo 40, ninguno 
puede ser detenido, sin indicio comprobado de que ha cometido un delito. 
Conforme al artículo 43, á nadie puede imponerse pena que por ley pree- 
xistente no esté señalada al delito ó falta que cometa. Con arreglo al 
artículo 17, las disposiciones del Poder Ejecutivo, contrarias á la Constii 
tución, son nulas, cualquiera que sea la forma en que se emitan. El artículo 
octavo de la Ley Orgánica de Tribunales prohibe á éstos aplicar leyes, 

. j 
decretos ó acuerdos contrarios á la Ley Fundamental. 

Ahora bien; toda esta urdimbre de disposiciones legales destinadas 
directamente á proteger las garantías de los costarricenses, protege con la 
misma eficacia las de los centroamericanos, residentes en Costa Rica, ya 
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que, según el artículo VI del Tratado General de Paz y Amistad, suscrito 
en Wáshington el veinte de diciembre de mil novecientos siete, aqu&los 
están equiparados á los nacionales, para el goce de todos los derechos, 
incluyendo aún los de la ciudadanía. 

Asf resulta que si la orden de concentración librada contra el deman- 
dante, es inconstitucional desde el punto de vista del régimen interno, ella 
se convierte, desde que la víctima ha sido un centroamericano, no costa- . 

rricense, en infracción del mencionado Pacto Internacional, acto sujeto á 
vuestra jurisdicción. 

Quiero advertir que no persigo, al incoar esta demanda, ningún inte- 
rCs pecuniario, por más que la orden de concentración me haya causado 
perjuicios no despreciables. Renuncio desde ahora toda indemnización. 

Tengo altos deberes de gratitud hacia este pueblo hospitalario, para 
que pudiera yo pretender que él pagase un acto de cortesfa de sus gober- 
nantes. Porque esta es la verdad: el Jefe del Estado, que aquirespeta, con 
abnegación republicana digna de aplauso, la Voluntad irrestricta atín de 
los que personal y.virulentamente lo atacan por la prensa, no dictó contra 
mí la disposición de que me quejo, de propia iniciativa, sillo á instancias 
reiteradas de un agente diplomático suspicaz. Convencido de la rectitud 
de miras del actual Jefe de la Nación costarricense, ni aun promoveria 
esta demanda, si no fuese que mis propósitos de trasladar aquí mi hogar 
y el centro de mis negocios, exigen que, ante todo quede definida mi 
situación jurídica, para saber si donde todos son libres de persecuciones 
de carácter político, sólo yo he de constituir una excepción. 

Por eso, vengo á pedir á la Corte de Justicia Centroamericana, y tal es 
el fin concreto de mi demanda, que se sirva declarar que la orden de con- 
centración librada contra mí, infringe el artículo VI del Tratado General 
de Paz y Amistad suscrito en Wáshington el veinte de diciembre de mil 
novecientos siete, y que, en consecuencia, el Gobierno de Costa Rica debe 
revocarla, restituyendome en el goce de mis garantías constitucionales, 
expresadas en los artículo’s veintiocho, cuarenta y cuarenta y tres de la 
Ley Fundamental costarricense. 

Ofrezco desde ahora como prueba el expediente cre%do con motivo 
del recurso de NHabeas corpus)) que entablé ante la Corte Suprema de 
Justicia costarricense, á quien espero se dirija requisitoria, por el órgano 
correspondiente, según el Artfculo XIX del Tratado respectivo, para que 
remita á este Alto Tribunal copia certificada de dicho proceso. 

Hasta aquí mi demanda en lo principal. La situación anómala en 
que se encuentra actualmente el respetable Tribunal á quien me dirijo, 
me obliga á promover, antes de que se d6 traslado de la demanda, dos 
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incidentes de previo y especial pronunciamiento, sin cuya resolución 
la Corte se halla incapacitada hasta para dar el primer trámite á mi 
queja. 

Toda resolución que pronuncie la Corte exige la concurrencia de los 
cinco Magistrados que la componen (Artículo VI de su I.,ey Constitu- 
cional. j El doctar Francisco Paniagua Prado se dice ilegalmente remo- 
vido de su puesto en este Alto Tribunal. En la prensa se ha discutido 
con calor la legitimidad de las credenciales traídas por el estimable caba- 
llero don Daniel Gutiérrez Navas. No me toca decidir esta controversia. 
De las prendas personales del Juez discutido, solo podría decir que, ya que 
no sea Magistrado legítimo, merecería serlo. Pero en el seno mismo de 
la Corte, uno de sus miembros más ilustrados y más integros, el doctor 
Uclés, desconoce la investidura del señor Gutiérrez Navas. Aquél, aunque 
se le declarase fuera del caso de recusación, de que despu& hablaré, habría 
de negarse por lógica y por honradez, á deliberar y á suscribir un fallo 
con una persona que para él (el integérrimo Magistrado,) no pasa de ser 
un simple particular muy apreciable. 

Es decir, que la Corte está desintegrada, incompleta, imposiblitada 
de dictar ninguna resolución. Si se me objetara que la Corte carece de 

competencia para calificar las credenciales del Magistrado discutido, 
replicaría que no se puede eludir con ese argumento la resolución del 
incidente de previo pronunciamiento que promuevo, porque el artículo 
XX11 de la Convención impone al Tribunal el deber de resolverlo: la 
Corte puede decidirlo en el sentido que á bien tenga; lo que no podría es 
eludir la resolución, sin violar la ley que le dió existencia. 

Se ha dicho por la prensa que el Tribunal no debía entrar á juzgar 
acerca de la legitimidad de las credenciales del señor Guti’&-rez Navas, 
mientras la cuestión no se presentase en la forma de controversia entre 
partes, sujeta á su fallo, conforme á los Tratados respectivos. El caso ha 
llegado. Yo demando al Gobierno de Costa Rica. Como actor tengo inte- 

r& en que el Tribunal se halle legalmente integrado, para que sus reso- 
luciones sean válidas. De ese interés nace mi derecho de pediros que 
dictéis resolución acerca de si el señor Gutiérrez Navas es mi juez legí- 
timo 6 no, para juzgar en el litigio que entablo. Incumbe á la Corte esa 
decisión. ¿Quiénes de los señores Magistrados la van á pronunciar? Surge 
aquí otro conflicto. Para la imparcialidad del fallo no basta la inhibición 
del señor GutiQrez Navas, cuya causa está en cuestión. I,os respetables 
señores Magistrados Bocanegra y Astría han anticipado opinión en el 
asunto; han hecho más: descendiendo de su elevado puesto á la arena de 
las luchas en la prensa, dejando el de jueces para tomar el de campeones 

-- 
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en la causa en disputa, han presentado al público alegatos interminables, 
que siento no poder calificar de convincentes. Esa actitud suya les inhibe 
de ejercer funciones de jueces en la cuestión propuesta. YO los recuso 
por la causa indicada. Aunque el señor doctor Uclés no se halla en igual 
caso, SU opinión es conocida por haberla expresado en la sesión pública 
del 28 de junio. Quiero dar prueba de mi rectitud de procedimientos, 
haciendo extensiva á él la recusación. 

Las recusaciones están admitidas por el artículo décimo tercio de la 

Convención. Y si éstas las preveé y admite, dedúcese que admite implíci- 
tamente y por consecuencia indeclinable, el llamamiento de los suplentes 
para tales casos, porque no podemos suponer en el Tratado el contrasen- 
tido y el absurdo de que autorizara la separación de un juez recusado, sin 
que hubiese juez hábil que entre á sustituirle. El artículo XIII facultaba 
á la Corte para dictar los reglamentos correspondientes. Acaso por sus 
múltiples labores, aquélla no ha podido cumplir ese deber, sin embargo 
de que vive ahora el cuarto año de su existencia. Pero en falta de regla- 
mento, están los principios universales de legislación; están las reglas 
generales de justicia, que no tienen por juez imparcial á quien fue con- 
tendor en la misma causa; están las legislaciones positivas, especialmente 
las de Centro América, todas las cuales prescriben se tenga porhnhibido 
para conocer en un litigio, al juez que ha anticipado opinión escrita res- 
pecto de 41. Hasta el mismo decoro de los señores Tdagistrados recusados, 
les exigiría abstenerse de fallar como tales, en un negocio que patrocina- 
ron ‘como vehementes polemistas. 

En virtud de todo lo expuesto, coucluyo suplicando: 
1.-A la Corte desintegrada y en calidad de Comisión Permanente, 

que se sirva dictar las disposiciones del caso, para integrar el Tribunal 
con los suplentes necesarios, en sustitución de los jueces recusados, á fin 
de que la honorable Corte quede en capacidad de resolver acerca de la 

recusación; 
11.-A la Corte, legalmente integrada para el efecto, que decida 10 

que crea justo sobre la recusación; 
III.-A la Corte, integrada con los suplentes que hayan de sustituir 

á los señores Magistrados, cuya recusación quede admitida, que se digne 
resolver acerca del incidente de previo pronunciamiento que he propuesto, 
en relación con la legitimidad ó ilegalidad de las credenciales del señor 

Doctor Gutiérrez Navas; y 
IV.--A la Corte, integrada según el resultado de la solicitud anterior, 

que se sirva decidir sobre mi demanda en lo principal, después de oído el 

Gobierno demandado. 
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Sehalo para notificaciones el bufete del infrascrito abogado.-San 
José, 27 de setiembre de 1911:- (f.) SALVADOR CERDA.-Auténtica es la 
precedente firma.-(f.) PEDRO P. AMAYA, abogado. 

Corte de Justicia’ Centroamericana. -San José, Cesta Rica, á las cua- 
tro de la tarde del catorce de octubre de mil novecientos once. 

RI%XJI.,l’ANDO: 

Que el señor Salvador Cerda demanda al Gobierno de la República 

de Costa Rica para que se declare uque la orden de reconcentración contra 
él librada por éste á principios de junio del corriente año, infringe el 
artfculo VI del Tratado General de Paz y Amistad suscrito en Wáshing- 
ton el veinte de diciembre de mil novecientos siete, y que, en consecuen- 
cia el Gobierno de Costa Rica debe revocarla, restituyéndole en el goce 
de sus garantías constitucionales, expresadas en los artfculo\S, 40 y 43 
de la Ley Fundamental de esta República)). 

Que el señor Cerda dice en su libelo que es originario de Nicaragua, y 

que por haber establecido ante la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica, 
eou motivo de esa reconcentración, un recurso de hábeas corpus que fué 
declarado improcedente, ha agotado los recursos que las leyes costarri- 
censes le conceden contra la violación de sus derechos; y no presenta nin- 
guna prueba de su acción, sino que ofrece como tal el referido expediente 
de /2&eas cor&s, esperando que esta Corte pida copia certificada de él. 

Que el actor agrega que, habiéndose discutido por el ex-Magistrado 

Doctor Paniagua Prado, por el Magistrado Doctor Uclés y por algunos 
periódicos, la legitimidad de las credenciales del actual Magistrado de la 
República de Nicaragua, Doctor Gutiérrez Navas, la Corte está desinte- 

grada, incompleta, imposibilitada de dictar ninguna resolución; y que, 

interesado como él se halla en que las que en este juicio se pronuncien 
sean válidas, pide que se decida previamente si dicho actual Magistrado 
es juez legítimo ó no; pero que como los señores Magistrados Bocanegra, 

Astúa Aguilar y Uclés han dado opinión acerca de este punto, los recusa 
en cuanto al mismo y, en consecuencia, promueve artículo previo para: 

lo---Que la Corte desintegrada y en calidad de Comisión Permanente, 

llame suplentes que integren el Tribunal, á fin de que éste resuelva la 

recusación; 
¿>Q--Que la Corte, así reintegrada, decida acerca de dicha recusación; 
3Q- Que la Corte, reintegrada según se ha expresado, resuelva acerca 
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de la legitimidad ó ilegitimidad de las credenciales del Magistrado señor 

Gutiérrez Navas; y 
4o-Que la Corte, reintegrada de acuerdo con el resultado de lo pe- 

dido en el párrafo anterior, conozca de la demanda en lo principal. 

CONSIDERANDO : ’ 

Que la Corte estima como principio fundamental de su existencia, el 

de que solamente los Gobiernos signatarios de la Convención que la insti- 
tuyó, tienen derecho para discutir ante ella la legalidad de su organización. 

Que en, el supuesto de que hubiera de discutirse ante esta Corte la 

cuestión de si el actual Magistrado de kcaragua ocupa legalmente el 
puesto, habría de hacerse, necesariamente, á virtud de demanda especial- 
mente encaminada á ese fin; no pudiendo dejar de ser parte en ese juicio 
la República de Nicaragua, y en el cual, además, los trámites y términos 

tendrían que ser distintos de los que corresponden á los incidentes. Re- 
sulta de esto que, si el presentado tuviera derecho otorgado por la Con- 
vención &ra pedir una resolución sobre ese asunto, otra sería la parte 
demandada y no la República de Costa Rica, contra la cual dirige su 

acción, y otros también los trámites para resolverla; 
Que en cuanto á la recusación en sí misma, debe observarse que la 

opinión que se dice han manifestado los Magistradas contra los cuales 
aquella se interpone, no se di6 sobre la acción que el demandante intenta 
establecer-reclamo contra el Gobierno de Costa Rica-sino sobre la or- 
ganización del Tribunal é investidura de uno ¿e sus miembros, que son 
puntos de derecho público que están fuera de posible discusión de las 
personas particulares, á las cuales no es dado recusar á los.jueces, sino 
por causas personales de éstos en relación directa con los pleitos que pro- 

muevan, es decir, por fundamentos esencialmente de derecho privado, 

segtín la doctrina invariable en la historia del Derecho y en las legislacio- 

nes modernas; 
Que aparte de esas consideraciones fundamentales, la Corte declaró 

en sesión celebrada el día 22 de junio ultimo, que las credenciales exhi- 
bidas por el señor Doctor don Daniel Gutiérrez Navas eran bastantes para 
tenerlo como Magistrado propietario por la República de Nicaragua, y 
que el Tribunal quedaba, en consecuencia, legalmente reintegrado; siendo 
de notarse que los Gobiernos de Centro América, únicas entidades que 
conforme Lla Convención tienen derecho para impugnar la organización 
del Tribunal, fueron oportunamente notificados de tal declaratoria y no 

han hecho objeción de ninguna naturaleza, no obstante su indudable in- 



’ 205 

te& en velar porque esta Corte mantenga su capacidad legal para diri- 
mir los negocios de su competencia; 

Que de lo expuesto’se deduce que tanto el nominado incidente sobre 
la legalidad ó ilegalidad de la investidura de uno de los actuales miem- . 
bros del Tribunal, como la recusación que en él se apoya, á más de ser 

completamente ajenos á la demanda que por lesión de derechos pretende 
el peticionario incoar contra la República de Costa Rica, son anti-juridi- 
cos y notoriamente improcedentes; y en tal concepto, la Corte tiene el t 
deber de rechazarlos de plano; 

Que aparte de esas consideraciones legales, la Corte no puede sancio- 
nar con su aquiescencia, por acto alguno suyo, las pretensiones de personas 
particulares que en los juicios que ante ella promuevan revoquen á duda 
l.a legalidad de la investidura de cualquiera’de los miembros que la inte- 
gran; porque tal aquiescencia, contraria á su más alto deber, equivaldría 
á enervar la capacidad de la misma para dirimir en cualquier momento 
las controversias que puedan suscitarse entre las Repúblicas Centroame- 
ricanas, las cuales la instituyeron con el fin primordial de evitar por su 
medio conflictos internacionales de grave trascendencia; 

Que examinado el libelo en cuanto á su forma, aparece que no viene 
acompañado de las pruebas que preceptivamente exigen los artículos II y 
XIV de la ConvenCión, pues limitándose el actor á indicar la existencia 
de un expediente de L&bem cov#zls por Cl promovido ante la Corte Supre- 
ma de esta República, no presenta documento alguno que justifique la 
calidad de ciudadano nicaragüense que sería base fundamental de su ac- 
ción, ni prueba alguna de que han sido lesionados sus derechos constitu- 
cionales y de que ha agotado los recursos que las leyes costarricenses 
otorgan contra tal violación, ó que ha habido en el caso denegación de 
justicia; demostraciones que, conforme á los preceptis citados, debió pre- 

sentar con la demanda para que ésta fuese tramitable. 

Ángel M. Boeanegra.-Daniel Gutiérrez N.-José Astúa Aguilar.- 
Alberto Uclés.-Manuel 1. Morales.-Ernesto Martin, Secretario. 

POR TANTO, de conformidad con lo expuesto y disposiciones legales 
citadas, por mayoría de votos, -siendo contrario el del señor Magistrado 
Ucles, quien motivará el suyo por separado,-recházanse los dichos inci- 
dentes y declárase que no ha lugar á tramitar esta demanda en las condi- 
ciones en que ha sido presentada. Notifiquese esta resolución al presen- 
tado y comuníquese á los Gobiernos de Centro America. 
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COMENTARIOS A LA SENTENCIA ANTERIOR 

I.-Como ciudadano nicaragüense, el demandante tiene derecho’ de 

entablar acción judicial contra cualquier gobierno centroamericano, que 

no sea el de su país. Pero es indispensable probar aquella circunstancia, 

á sin lo cual, es imposible el ejercicio de la acción. No basta que un habi- 

tante de Costa Rica afirme ser ciudadano de Nicaragua, para quedar en . 
capacidad de demandar á la primera: debe demostrar que está en pose- 

sión de tal carácter, para pue su demanda pueda ser acogida; 

II.-Debió así mismo el demandante demostrar, de modo fehaciente, 

los otros hechos alegados en su demanda: no probó la realidad de la or- 

den de concentración, ni la del recurso de Habeas Còrpus intentado: pre- 

tendió que la Corte pidiera al Poder Judicial de Costa Rica las evidencias 

de aquellos hechos, contraviniendo así á lo expresamente prevenido por 

la ley de la misma.’ Las afirmaciones de las partes, en un juicio, nada 

prueban si no contra la misma parte que las hace, y el demandante afir- 

mó, sin probar sus afirmaciones. I,as negligencias apuntadas fueron sufi- 

cientes para que la Corte rechazara de plano la demanda, por insuficien- 

cias de forma, sin tomar cn cuenta las cuestiones restantes; 

III.-Aseguró el demandante haber agotado todos los recursos lega- 

les, para obtener reparación, condiciórr esencial para ser oído por la Cor- 

te, y solo refiere haber interpuesto el de Haóeas Còv@s: olvidó que exis- 

te el de repsponsabilidad y ni aun indicó haberlo intentado; 

IV--I,a Corte de Justicia Centroamericana existe en virtud de un 

pacto solemne de las cinco soberanías en ella vinculadas, quienes renun- 

ciaron y depositaron en el Tribunal, una parte de SUS derechos sobera- 

nos. I,a Corte es, por tanto, una institución de derecho público y parte 

integrante del organismo centroamericano del mismo orden; 

V.-I,as instituciones de derecho público, en su existencia, organi- 

zación, facultades y modo de funcionar, así como en el nombramiento de 

funcionarios y la legalidad ó ilegalidad del mismo, no son, ni pueden ser 

materia de controversia judicial para los ciudadanos: intentarlo, es como 

acto de rebeldía contra la voluntad soberana en ellas representada; 

VI.-Ningún ciudadano tiene facultad legal de disputar á los Pode- 

res constituidos, la legalidad de su institución, ni á SUS miembros, la de 

su investidura; electos los últimos, ó declarados electos por quienes CO- 

rresponda, son exponentes de la soberanía nacional; desconocerlos es des- 

conocer la soberanía misma. Téngase presente que la Corte Centroameri- 
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cana es el Poder Judicial creado para dirimir las disputas de los Estados 

entre sí, y para hacer reparación á los hijos de Centro América en casos 
determinados. 

VII.-El derecho del ciudadano ante los Tribunales de Justicia, está 
limitado á discutir sus derechos é intereses personales, para que la justi- 
cia distributiva se realice: presentarse ante una Corte para aquel fin, 
y desconocer al propio tiempo la legalidad de su organización, indica un 
olvido no pequeño de los elementos de la ciencia jurídica; 

VIII.-Todo ciudadano tiene derecho de ser juzgado por jueces 
imparciales, y de aquí nace el derecho de recusarlos. Pero la recusación 
debe obedecer á causas legales, á condiciones personales del Juez y de las 
partes que hagan dudosa la imparcialidad del primero, al resolver la ma- 
teria del juicio. En caso contrario, la recusación carece de base legal; 

IX.-Involucrar en una demanda, intentada por un ciudadano, 
la materia del juicio y la legal investidura del Juez, para que se decidan 
simultánea 6 sucesivamente, en el mismo juicio, es acto incalificable en el 
sentido jurídico: es confundir, por modo violento, los asuntos de interés 

privado ó de derecho común, con las elevadas cuestiones de derecho público; 
X.-Recusar, sin causalegal ni relacionada con la materia del juicio, 

á la mayoría de un Tribunal colegiado, es hecho que, por decoro, nos 
abstenemos de calificar; 

XI.-Ante esa serie de omisiones, olvidos, negligencias y errores, 
ocurre una duda de todo punto lógica. Qué se propuso discutir el deman- 
dante? ¿I,a orden cuya revocatoria impetra, ó la organización del Tribu- 
nal? Si lo primero, no se comprende como pudo descuidar hasta los más 
elementales detalles de su demanda, haciéndola así inadmisible; si lo 
segundo, la sorpresa es mayor: se lanzó por modo inconsulto á discutir 
cuestiones del exclusivo resorte de los Poderes Soberanos que instituyeron 
un Tribunal, á quien puedan someter sus cuestiones internacionales, á fin 

de que sean dirimidas en justicia; 
XII.-L,a resolución de la Corte fue la que debía recaer eh tan insó- 

lita serie de pretensiones. No es discutible, dijo, la investidura de un 
Magistrado por los simples ciudadanos. Sentada esta doctrina, el articulo de 
recusación cae por su base; la causa ó pretexto de él ha desaparecido. En 
cuanto á la demanda, fue desestimada por informal, por no haberse 
presentado con ella las pruebas pertinentes, como lo ordena terminante- 
mente la Convención de Wáshington sobre Corte. 

Queda así sentada una sana jurisprudencia, con sólidos fundamentos 
científicos, como quedan abiertas al demandante las puertas del Tribunal 
para presentar en forma su demanda, cuando á bien 10 tenga. 
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. 
CORTE DE JUSTICIO CENTROAMERICANO: 

En la demanda que os ha presentado don Salvador Cerda, ciudadano 

nicaragüense, con fecha 27 de septiembre próximo anterior, renunciando 

desde ahora á toda indemnización y solamente para que quede definida 

su situación jurídica, el demandante os pide que declareis:-que la orden 

de reconcentración librada contra 61 por el Gobierno de Costa Rica, in- 

fringe el artículo VI del Tratado General de Paz y Amistad, firmado en 

Wáshington el 20 de diciembre de 1907, en el cual se apoya; y que, en 

consecuencia, aquél debe revocarla para restituirle en el goce de sus ga- 

rantias constitucionales, consignadas en los artículos 28, 40 y 43 de la 

I,ey Fundamental costarricense. El señor Cerda, que interpuso antes inú- 

tilmente el recurso de Nnúeas Cov$us ante la Corte Suprema de Justicia 

de Costa Rica, ofreciendo como prueba el expèdiente, para que lo pidais 

en copia certificada por requisitoria, de conformidad con el artículo XIX 

de la Convención de Wáshington.que creó la Corte de Justicia Centro- 

americana, invoca también el artículo II de ese Pacto internacional, que 

le autoriza para establecer SLI demaucla; y cita, además, el artículo 17 de 

la ConstituciQn de esta República y el 80 de la I,ey Orgánica de ‘I’ribu- 

nales. 

El demandante expone:-que tiene interés en que la sentencia dec!a- 

ratoria que pronunciéis sea válida, para lo cual es indispensable que el 

Tribunal esté legítimamente integrado, con el q7~ormz de cinco Magistra- 

dos que exige para sus resoluciones el artículo VI de la respectiva Con- 

vención; y ya que existe una protesta del Doctor don Francisco Paniagua 

Prado, en que se dice removido contra la ley de SLI puesto de Juez por Ni- 

caragua en esta Alta Corte, y que en el seno del Tribunal se objetó por 

el de Honduras, por no haberse calificado en el fondo las credenciales del 

Doctor don Daniel Gutiérrez Navas, la incorporación del nuevo Magis- 

trado, que se ha objetado, además, por la Prensa; apoyándose en el artí- 

culo XX11 de la misma Convención, os propone este incidente de previo 

y especial pronunciamiento, para que resolvais sobre la legalidad de di- 

chas credenciales. Por haber anticípado su opinión al respécto y tomado 

participación activa en la polémica, los señores Magistrados Astúa Agui- 

lar y Bocanegra, formando igualmente artículo previo, los recusa por tal 

motivo, ya que las recusaciones están admitidas por el artículo XIII del 

citado Pacto; y para dar prueba de su rectitud de pyocedimiento, hace 
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extensiva la recusación al infrascrito, por haber expresado su voto parti- 

cular en la sesión pública del 28 de junio último. El señor Cerda, que no 

admite por ahora al Doctor Gutiérrez Navas como Juez capacitado por su 

nombramiento, ni tampoco á los Jueces á quienes opone recusación, no re- 

cusa al señor Magistrado Morales, y os pide en conclusión, y por su orden: 

19-A la Corte desintegrada y en calidad de Comisión Permanente, 

que dicte las disposiciones del caso para integrar el Tribunal con los Ma- 

gistrados suplentes necesarios,&l’sustitución de los Jueces recusados, á fin 

de que la Corte quede en capacidad de resolver acerca de la recusación. 

29-A la Corte legalmente integrada para el efecto, que decida lo 

que crea de justicia sobre la recusación. 

39-A la Corte integrada con los suplentes que hayan de sustituir á 

los Magistrados cuya recusación quede admitida, que resuelva el inci- 

dente de previo pronunciamiento, respecto de la legalidad de las creden- 

ciales del Doctor Gutiérrez Navas; y 

4+--A la Corte integrada, según el resultado de la solicitud anterior, 

que, después de oído el Gobierno demandado, decida sobre la demanda 

en lo principal. 

En la sesión del 3 del corriente octubre, á moción del señor Magis- 

trado Astúa Aguilar y con sólo mi voto en contra, por estar ya propnes- 

tas las recusaciones, acordasteis pasar la demanda al estudio del Doctor 

Gutiérrez Navas y del suscrito, en ponencia conjunta, para que, en un 

informe razonado, emitiéramos opinión sobre el primer trámite que á los 

dos incidentes corresponde. Apesar de haberme excusado entonces de tal 

comisión, por el motivo indicado, como una prueba de consideración 

á todos mis apreciables compaííeros, cuya buena voluntad me obliga par- 

ticularmente, y solo, por tener el ponente principal que emitir SLI dicta- 

men por separado, os presento este informe. Sin prejuzgar nada sobre 

las cuestiones de fondo, me limitaré á opinar sobre el trámite del primer 

punto, porque no me es permitido extenderme á otro alguno. 

En su Diccionario de Derecho Internaciona! y en la palabra Recusa- 

cz&, el eminente publicista Calvo la define y explica como sigue:-((Acción 

de declinar la competencia de un juez, de un jurado, de un experto, de 

un testigo.-Se dice también de las personas de quienes se recusa el testi- 

monio, la autoridad.-Puede recusarse uno á sí mismo, es decir, declarar 

que no es competente para juzgar Una cosa, para reglar una cuestión.»- 

En la palabra Arbitraje dice:- ((El &#ort es en efecto el acto por el cual el 

árbitro se recusa á sí mismo, ó se excusa de sus funciones. El empèclzemeïzt 

es toda causa que impide al árbitro cumplir su misión, ó por Za cualpodria 

ser recusado. )) 
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El artículo II de la referida Convención de Wáshington autoriza 

expresamente á cualquier ciudadano de un Estado de Centro América 

para demandar ante la Corte de Paz que se estableció en Cartago, á cual- 

quier Gobierno centroamericano que no sea el de su propio pal’s, por 

violación de tratados ó convenciones, y en los demás casos de carácter 

internacional, sea que SU propio Gobierno apoye ó no ia reclamación. .El 

artículo XIII, sin hacer diferencia entre Gobiernos y particulares, pre- 

vee y autoriza las implicaciones y recusa ones, que la Corte tiene obli- 

gación de reglamentar en sus Ordenanzas de Procedimiento. El Tribunal 

no ha dictado aún su Reglamento y Ordenanzas; pero esto no impide que 

conozca, en uso de sus facultades, de tales excepciones. 

En la Corte no hay todavía jurisprudencia completa é inconcusa 

acerca del particular; pero hay un precedente que obliga en parte, ya que 

no en SU totalidad, que contiene la inhibición inmediata del Juez recusa- 

do para conocer de la admisibilidad de su resusación, y que conviene 

oportunamente recordar. En el punto 40 del acta de la sesión celebrada 

el 13 de febrero de 1909, aparece que se dió cuenta de un escrito fechado 

el ll, en que el General Pedro Andrés Fornos Díaz recusa al señor Ma- 

gistrado Bocanegra, en la demanda y reclamación que aquél entabló 

contra el Gobierno de Guatemala, por haber éste suministrado una cppia 

del libelo ó petición, á don Carlos Salazar, abogado de aquella República. 

El asunto se discutib largamente por los Magistrados señores Madríz, 

Martínez Suárez y Astúa Aguilar, y por el infrascrito, /zabZéna’ose absfeni- 

do por completo de emitir ojhión aìguna sobre PI fiarticul’ar, el señor 

Magistrado Bocanegra. En el punto 50 del acta del 15 de febrero, 

aparece que, á falta de una regla aplicable á la tramitación de las recusa- 

ciones y á moción del Magistrado señor Astúa Aguilar, se ,adoptaron las 

siguientes reglas, que copio literalmente, y que serían aplicables á la 

recusación interpuesta por el General Fornos Díaz, en el juicio. contra el 

Gobierno de Guatemala:-((19 La recwación será reszlelfa por UTL Tribunal 

de tyes árbitros elegidos entre Cos miembros del Tribuna/, con facultad do 

declarar desde Zuego la inadmisibilidad si la causa alegada nofùere suficiente: 

-29 Que para la recusación del señor Fornos Díaz sean árbitros los señores 

Magistrados Madríz, Uclés y Martínez Suárez:-39 Que dicho Tribunal 

resuelva la recusación dentro de los ocho días siguientes á la fecha del 

auto respectivoN. -I,a moción fué aprobada por mayoría de votos, con la 

finita diferencia de que los árbitros serfan designados por la suerte. Vota- 

ron en favor los Magistrados señores Astúa Aguilar, Bocanegra y el 

suscrito, y en contra los Magistrados Madríz y Martínez Suárez. 

En consideración á que la Corte, conforme á,la cláusula XIII de la 
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Convención respectiva, tuvo facultad para establecer el Tribunal de Ar- 

bitramento que resolvería la recusación propuesta, y que el Magistrado 

Bocanegra pudo intervenir en cuanto á su organización, con fecha 27 de 

febrero, según el auto que fielmente extracto, se decretó por mayoría de 

votos no haber lugar á la reposición del auto anterior solicitada por 

el señor Fornos Díaz, ni al llamamiento del Magistrado suplente que co- 

rrespondería:-que, en consecuencia, era válida la designación de los Ma- 

gistrados Astúa Aguilar, Madríz y Martínez Suárez, hecha por la suerte. 

En la copia que tengo á la vista, no aparece si los señores Bocanegra y 

Uclés que firmaron este auto, fueron ó no de esta mayoría. El 5 de 

marzo del propio año se resolvió el incidente por el Tribunal Arbitral 

que organizó la Corte, como Comisión especial. El fallo interlocutorio fu6 

así:-ccE1 señor Presidente Astúa Aguilar propuso la cuestión siguiente: 

Debe estimarse como @ocedente La recxsación de que se trata?-El señor 

Magistrado Madríz contestó: SZ. Los señores Magistrados Martínez 

Suárez y Astúa Aguilar contestaron: A%o. -La recusación propuesta se 

decla& improcedente, y las diligencias se pasaron á la Corte para lo que 

hubiera lugar, con la exposición de motivos que el arbitro en minoría 

tuvo á bien formular. 

No siendo aplicables en un todo al caso su6 jdice las reglas del caso 

anterior, por falta de analogía entre la unidad y la pluralidad, por no 

tratarse ahora de un solo Juez recusado sino de tres, es decir, de la mayo- 

ría del Tribunal, y además, de otro Juez implicado; el precedente que he 

traido aquí y que es utilizable sólo en parte, se reduce á lo siguiente: -Un 

Juez recusado por causa valedera en el Derecho de las Naciones y perti- 

nente al pleito que se ventila, aunque aquél estuviera en minoría en 

el Tribunal y ésta fuera imfirocea’enfe, no puede conocer de la admisibili- 

dad de la recusación.-El conocimiento y resolución del incidente corres- 

ponde, sin distinción, al Tribunal no excepcionado. El Juez recusado que 

conociera de la admisibilidad, y la rechazara, resolvería sobre la admisión. 

Una ley nacional que haya en uno ó en otro país, otorgando al Juez 

recusado semejante arbitrio, aunque no se prestase á arbitrariedad., no 

sería de aplicación en un Tribunal Internacional. El Conde Kamarowsky, 

noble internacionalista, autor de un libro que lleva aquel titulo, lo dice 

así, comentando al docto jurisconsulto Goldschmidt, en el artículo 12 del 

Procedimiento Arbitral. 

La Corte de Justicia Centroamericana, como la Corte Permanente de 

El Haya, conforme al artículo XX1 de la Convención de Wáshington, en 

los puntos de hecho juzga según su libre apreciación, como un Jurado; 

y en los de derecho, según los principios de la Ley Internacional. En el 
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Proyecto de Reglamento aprobado provisionalmente y por unanimidad, 

en 1909, además de las facultades contenidas en aquel Pacto internacio- 

nal, en las materias de su competencia, se le atribuyen las reconocidas 

por el Derecho de Gentes á los Tribunales de Arbitraje. 

El Reglamento para uniformar en el mundo el Procedimiento Arbi- 

tral, adoptado definitivamente en El Haya en 1875, por el Instituto de De- 

recho Internacional, que tiene su asiento en Gante, y que propuso esas sa- 

bias Reglas á todos los Estados independientes, á raíz del famoso fallo del 

AZaa6ama, pronunciado en Ginebra en 1872: prevez en los artículos 50, 70 y 

14 la recusación válida del Arbitro, el incidente de recusación, y el reempla- 

zo. El Convenio de El Haya de 1899, celebrado por las grandes Potencias 

de Europa, Asia y América, en la Casa Real del Bosque, para el arreglo pa- 

cífico de los conflictos internacionales, y que creó aquella Corte universal, 

habla de impedimento por cualquier causa y de reemplazo en el artículo 35: 

y de excepción y de incidente, en el 46. El Convenio de 1907, celebrado en 

la Sala de los Caballeros, habla de impedimento en cl artículo 59: y de 

excepción, en el 71. El Proyecto recomendado para el establecimiento de 

ul; Tribunal Arbitral, en SLI artículo 50, previene al Juez el juramento de 

ejercer sus funciones con imparcialidad. El nombramiento y la separación 

de los jueces, por la diferente organización del Tribunal, y por la distin- 

ción que hay entre Arbitraje y Justicia, son diferentes en aquella Corte 

de Paz y en ésta; pero el principio de inhibición es el mismo. 

En su Tratado de Derecho Internacional Público, número 1312, el 

ilustre escritor Fiore enseña:-que la imparcialidad constituye la principal 

seguridad de todo juicio arbitral, y debe ser SU fundamento; y que en las 

relaciones de los Estados, por el cambio que pueden ocasionar las cir- 

cunstancias, no pueden predeterminarse las causas de recusación. En se- 

guida, el sabio publicista dice textualmente:-c(n’o puede en verdad dejar- 

se á voluntad de la parte el recusar á un árbitro nombrado, porque es- 

to equivaldría á admitir que aquélla podría anular á su antojo el compro- 

miso. Ni aunque adujese motivos de recusación podría concederse que 

esto bastase, debiéndose admitir también la necesidad de examinar los mo- 

tivos aducidos para decidir si éstos deben ó no considerarse fundados. 

Tanzfioco podría admitz’î-se que el 7ribzwxZ AvbitraZ constituido pudiera 

&zga’ay de Za admisibihdad de Za yecusacióu, porque Zas A?-bitvos no puede?t 

ser jueces en causa propia, ni puede comfir-e?zdelïze esta facultad etztve las atri- 

buidas á a+wéZZos POY ~1 com@omiso. Nosotros no podemos excojitar en 

tal caso otro medio que el de nombrar otros árbitros que sean jueces de 

la recusación y atribuir á éstos el poder de fallar sohre el incidente.» Fio- 

re agrega en el mismo número:-((Por consiguiente, si las partes no nom- 
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brasen por si mismas los árbitros para juzgar el incidente, entendemos que 
podrían designarlos los árbitros nombrados y no recusados, puesto que de- 
biendo éstos atender á la resolución de los incidentes del procedimiento 
arbitral, deberfan reputarse también investidos del poder de resolver el 
incidente de la recusación. H Y en el siguiente párrafo:--sI,a parte que haya 
promovido el incidente de recusación deberá aducir y probar los motivos 
de la misma, y cuando esta demanda haya sido notificada en debida forma 
al Tribunal Arbitral, deberá considerarse eficaz para suspender el curso del 
procedimiento hasta que se haya decidido dicho incidente; y cuando los 
árbitros, juzgando por sí mismos fiítiles los motivos, hubiesen continuado 
el procedimiento y pronunciado sentencia, podrá ser ésta una de las razo- 

nes para considerarla ineficaz. R 

En previsión de una falta temporal ó absoluta del Magistrado pro- 
pietario ó regular, la Convención de Wáshington, en su articulo VII, 
provee á esta Corte de Paz de Magistrados suplentes. En el articulo VI 
se fija el quorum legal. 

El notable publicista Mérignhac, en su obra de Arbitraje Internacio- 
nal, entre los incidentes del procedimiento, coloca en primer lugar el que 
tiende á desasir el Tribunal, sea en su totalidad, sea en parte, como ex- 
cepción que se funda en una causa de incapacidad 6 de recusación. En 
el número 253 dice literalmente:-NCuando la causa de incapacidad ó de 
recusación está admitida, el Tribunal por completo se encuentra inhibido, 
en la hipótesis de que las partes no puedan ponerse de acuerdo para reem- 
plazar los árbitros designados, y en el caso tambien de que el tercero que 
había sido encargado de escogerlos, rehuse ó esté en la imposibilidad de 
nombrar otrosn. En el numero 254:- cLas-partes que tienen que invocar 
una causa de incapacidad ó de recusación, deben presentar conclusiones 
formales á este respecto ante el Tribunal; en su defecto, se reputa que aqué- 
llas han renunciado tácitamente. Es necesario que las conclusiones sean . 

presentadas antes de todo examen de fondo, pues al pleitear en el fondo, 
se reconoce implícitamente la competencia del juez*. Y en el número 2.55: 
-aLa causa de incapacidad ó de recusación es deferida al Tribunal Arbi- 

tral, en el cwal no toman asiento Zas árbitros á quienes se pretende incapaces ó 

recusados. n 
Propuesta una recusación al incoarse el juicio, no podría darse tras- 

lado de la demanda antes de que el incidente se resolviera, porque el 
demandado no estaria aún apersonado en la litis, y debiera correrlo el 
Tribunal que no está excepcionado. En la demanda del Gobierno de 
Honduras contra los de El Salvador y Guatemala, en 1908, las comuni- 
caciones que la Corte acordó en el punto 50 del acta de 15 de ;gll;n an- 
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tes de formalizarse aquella instancia por el querellante, y sin importar, 

traslado, no implican un precedente. 

El moderno jurisconsulto Internoscia, en su Nuevo Código de Dere- 

cho Internacional, después de establecer en el artículo 3755, que un Juez 

no puede ser recusado, sino por las razones que da la Ze.x_Jo?i, en el artí- 

culo 4291 enumera las causas de recusacihn, que el Tribunal ha de tener 

presentes, y en los ocho siguientes determina el procedimiento. En el ar- 

tículo 4292 establece textualmente:-uUn Juez que conoce una causa vá- 

lida para su recusación, está obligado antes de que sea propuesta á hacer 

la declaración de ella por escrito, para que sea puesta en el dus.&evr. En 

el artículo 4296:-nCuando la recusación se propone antes de que el Juez 

haya hecho su declaración, aquélla debe serle comunicada, y éste debe 

declarar por escrito si los hechos son verdaderos ó no.)) Y. en el artículo 

4297:-nSi e¿Jke.y deLZara p¿e éstos 710 SOPZ verdaderos, se #) ocede inmedia- 

tamenie jwr otl-o Jxey á detemzixar si la recusación estk óiez fundada, si?& 

que elJrJe,z recusado $zreda esta?- allf jwsentes . 

Aunque he consultado otros internacionalistas muy notables, como 

Bluntschli y Dudley Field, predecesores insignes de Fiore en la grande 
, 

obra de codificación de la ley de las naciones, F. de Martens y el Mar- 

qués de Olivart, no he encontrado en ellos, por desgracia, una doctrina tan 

concreta sobre recusación como la de los tres autores que he citado antes, 

palabra por palabra. El Derecho de Gentes, en Europa y América, hasta 

ahora se ocupa dc las Cortes Permanentes de Arbitraje; pero no todavía, 

de un Tribunal de Justicia Internacional. 

L,o expuesto es cuanto puedo informaros, según el resultado del es- 

tudio para el cual me comisionasteis, en unión del apreciable señor GU- < 
tiérrez Navas, con quien tengo la pena de no estar de acuerdo en mis 

conclusiones. Y he de agregar igualmente:-que mi opinión de Juez con- 

’ sultor obligado, que presento respetuosamente á la Corte de Justicia Cen- 

troamericana, y que pongo bajo el amparo de los tres jurisconsultos que 

he invocado, que son autoridad en el mundo científico, no la doy como 

Juez recusado, porque no tendría valor jurídico.-Propuesta una recusa- 

ción á tres Magistrados propietarios, y objetado otro por el señor Cerda, 

como actor, para llevar el juicio hasta definitiva, entiendo que el Tribu- 

nal no puede excogitar otro medio legítimo que el de llamar á 10s suplen- 

tes necesarios, para que se conozca de la recusación. Hasta que este inci- 

dente no quede resuelto, no podre decir nada sobre el artículo de la cre- 

dencial. El llamamiento de suplentes es el primer tramite. 

. 

ALBERTO UCL%S. 
San Jos&, 14 de octubre de 1911. 
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CONFERENCIA DE FIORE * 

Una celebridad europea, cuyas teorías se comentan por todos los 
tratadistas de Derecho internacional, y cuyos libros sirven de base en 
todas las universidades’del mundo para estudiar los arduos problemas del 
llamado por Blnnschli Derecho público universal, iba á dejar oir su voz 
en la Academia de Jurisprudencia y Legislación. 

Pascuale Fiore, el famoso profesor de la Universidad de Nápoles, que 
es actualmente la primera autoridad didáctica en cuestiones jurídicas 
Internacionales, era el conferenciante. 

Y, claro es, como á cctout seigneur, tout honneurs, en la Academia 
se reunió lo más prestigioso de la intelectualidad científica y de la política 

espafíolas. 
Ministros, ex-ministros, catedráticos, jurisconsultos, escritores, en 

una palabra, los personajes más encumbrados y conocidos por sus actos ó 
por sus obras, acudieron á oir á Fiore. 

Al presentarse éste en el salón de actos acompañado por los señores 
Maura y Dato, el público se puso en pie y aplaudió largo rato al insigne 
profesor italiano. 

Ocupó la presidencia de la Mesa Pasquale Fiore, teniendo a’su dere- 
cha á los señores Maura, marqu6s de Figueroa y Azcárate, y á la izquierda 
á los señores Rodríguez San Pedro, Moret y Dato. 

(El Presidente del Congreso y de la Academia vió á don Jose Cana- 
lejas en los escaños y le hizo subir al estrado, colocándole junto al señor 

Moret). 
El señor Dato se levanta y dice breves frases, indicando que no pre- 

senta al insigne Fiore, por ser de todos sobradamente conocido. 
-<Quién en esta casa-dice-no conoce al ilustre hombre que en 

este momento la honra con su presencia ? ¿Quién que en alguna ocasión 
se haya ocupado de cuestiones internacionales, no conoce el nombre ilus- 

tre de Fiore? 
Añade el señor Dato que no se ha levantado, pues, para presentar al 

conferenciante, sino para manifestar su gratitud al eximio profesor por 

el honor qne les dispensa al ocupar la tribuna. 
-Vais á hablar-dice á Fiare- -á vuestros discipulos, que si no son 

* Esta conferencia fué pronunciada por el sabio profesor italiano en la Academia 
de Jurisprudencia de Madrid en abril de 1909 J la reproducimos de la Revista de Le- 
gislación Univergal y de Jurisprudencia española de la citada fecha. 
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tan numerosos como los de Italia, os aman y os respetan lo mismo que 
aquéllos. 

Ruidosos aplausos resuenan por las palabras del señor Dato, y en se- 
guida se pone de pie Fiore. 

El maestro, de aspecto noble y venerable, en cuya frente y en cuyos 
ojos fulguran el poder soberano de la inteligencia y de la sabidurfa, em- 
pieza por manifestar que se halla emocionado por las palabras del presi- 
dente y por la acogida que se le ha dispensado, acogida de la que dice 
que está de acuerdo con la tradicional nobleza y galantería del pueblo es- 
pañol. 

En un italiano purísimo con dicción de claridad extraordinaria, con 
gran sencilléz y con vigor poco común, cuando, como le ocurre al sabio 
catedrático se pasa ya de los setenta años, sigue el curso de su oración, 
exponiéndonos con método admirable las modernas teorfas sobre varios 
puntos de derecho internacional. 

Sólo ha procurado levantar en el vasto campo jurfdico internacional 
un edificio moderno. 

Tiene frases de elogio para el auditorio intelectual que le escucha, 
y afirma que hablar ante la intelectualidad, es hablar para todos los par- 
tidos, puesto que de aquélla salen 6stos)). 

Después de esta especie de exordio tan cortés como discreto, entra el 
iusigne conferenciante en materia diciendo que va á ocuparse de 

Los 7EueVos horizonfes de la ciencia en el Derecho internac-ional 

uE fin racional de .la ciencia del Derecho internacional-comenzó 
diciendo el conferenciante-no puede limitarse en modo alguno á deter- 
minar los derechos de los Estados en sus relaciones recíprocas, sino 
que debe tender á resolver el problema complicado y complejo de la or- 
ganización juridica de la sociedad internacional, investigando y determi- 
nando las reglas de todas les relaciones existentes entre aquellos que de 
esta sociedad forman parte; declarando la norma racional de estas relacio- 
nes; precisando los derechos y los deberes correspondientes á todas aque- 
llas entidades que al Derecho internacional deben considerarse some- 
tidas; determinando, en fin, los Organos á que debe atribuirse el supremo 
poder de proclamar tales preceptos y proveer ó asegurar su respeto por los 
medios más adecuados y más eficaces para garantizar la tutela juridica de 
las reglas establecidas. 

Han equivocado el camino los publicistas al pretender que la socie- 
dad internacional es la resultante de la unión ‘de los Estados, tal como 
existen y como se constituyeron en el transcurso de la historia, y enseñar 
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que la ciencia del Derecho internacional no tiene otro objeto que el de 

descubrir y fijar las reglas que deben establecerse para proclamar, deter- 
minar y proteger los derechos de los Estados constitufdos. 

Segrín ellos, deberfa suponerse: que, en la sociedad internacional, 
sólo existen los Estados; que no pueden nacer ni desarrollarse otras rela- 
ciones que las propias de estos organismos, y que sólo á estos puede inte- 
resar la ley que debe regir dicha sociedad. 

El hecho es que, en la gran sociedad de las sociedades que yo deno- 
mino Magna civitus, se halla ante todo el hombre individuo, conla perso- 
nalidad y los derechos que le corresponden como tal, independientemen- 
te de su condición de ciudadano de tal ó cual Estado. 

¿Puede acaso admitirse que el hombre, frente á la humanidad y á la 
ley que deba regirla como suprema entidad colectiva, pierde su indivi- 
dualidad como una gota de agua que cae en el Océano? No, el hombre 
tiene derechos propios, tanto en sus relaciones con los demás hombres, 
como en la esfera de sus relaciones privadas; tiene sus propios derechos 
en sus relaciones con la soberanía, esto es, en la esfera de las relaciones 
públicas y políticas, tiene ademas los mismos derechos en sus relaciones 
con todos los hombres y con todas las soberanfas del mundo. 

‘Su personalidad le atribuye, no sólo los derechos civiles y políticos, 
sino también los internacionales. Al hombre corresponden, en efecto, 
frente á todos los Estados de la tierra, su principal derecho personalisimo, 
esto es, la libertad de pertenecer á uno ú otro Estado. Puede, pues, elegir 
su ciudadania y renunciar á la originaria 0 á la ya adquirida para adoptar 
otra. Privarle de ese derecho, equivale á cometer una violencia contra su 
libertad, contra su naturaleza. 

Tiene, además, el hombre el derecho de individualidad personal; 

tiene el de adquirir donde quiera la propiedad, y el de exigir que ésta sea 
respetada; lo tiene, asimismo, á la libertad de conciencia, al libre ejercicio 
de su actividad, y al comercio internacional. iSon estos acaso, derechos 
territoriales ó internacionales que corresponden al hombre como tal? 
iPuede negarse que lo son de la personalidad humana independientemente 
del lazo que une á cada cual, como ciudadano, á un Estado determinado? 

Pero aún hay más. ‘En la Magna Civitm existen también colectivi- 
dades distintas de la del Estado, las cuales tienen su vida y SU persona- 
lidad propias. Una de éstas es la formada por la agrupación de los indivi- 
duos que constituyen el pueblo. Esta colectividad puede tener un fin 
completamente distinto del fin propio del Estado ya constitufdo; puede 
ejercitar libremente su actividad para convertirse en Estado, ó, si ya lo 
está, para modificar la constitución política de la comunidad y aun para 
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separarse del Estado á que se halla unida por accidentes ó por la violencia 
y unirse á otro, ó para darse una organización política inde’pendiente. 

Ahora bien la ciencia, que debe proponerse la investigación y deter- 
minación de los buenos principios de la organizacibn juridica de la socie- 

dad internacional, y que debe establecer las reglas de proporción de todas 
las actividades y de todas las relaciones, á fin de evitar la arbitrariedad y 
la preponderancia. de la fuerza, debe procurar .tambi& determinar los 
derechos del hombre y los de los pueblos frente á los Estados y los Gobier- 
nos, y fijar las reglas porque deben regirse, y los medios de tutela jurf- 
dica adecuados para garantirlos y servirles de salvaguardia. 

Otra forma de unión y de agregación encontramos en la sociedad 
internacional, la que resulta de las afinidades naturales de los individuos, 
cuya comunidad de sentimientos y tendencia á la unión se derivan de la 
identidad de raza, de lengua, de tradiciones y de aspiraciones, y del con- 
junto de las circunstancias etnográficas, geográficas y morales. Estas son 
las nacionalidades. El sentimiento de unidad moral que anima á los indi- 
viduos pertenecientes á la misma raza, que hablan la misma lengua, que 
han atravesado durante siglos las mismas vicisitudes, que han experimen- 
tado las mismas alegrfas y sufrido los mismos dolores, manteniendo siem- 
pre las mismas aspiraciones, da origen y constituyen la nacionalidad;que 
es el fundamento de los derechos basados en la misma. 

Una asociación igualmente importante es la que resulta de la libertad 
de canciencia. Un numero más ó menos considerable de individuos, por 
la entidad de sus creencias y de la observancia de la misma ley religiosa, 
se hallan de hecho reunidos en sociedad, reconocen libremente la autori- 
dad de un jefe y constituyen una forma especial de colectividad ó de aso- 

ciación: la Iglesia. 
No puede negarse que la Iglesia es una colectividad natural que re- _ 

sulta de la libertad. En efecto, todos los fieles que profesan la misma fe y 
tienen la misma creencia pueden formar libremente una congregación es- 
piritual y someterse á la autoridad de su jefe supremo, el cual, sin em- 
plear medies coercitivos, ejerce respecto de ellos su autoridad moral. 

Tambi&r las iglesias forman parte de la sociedad internacional, y 
entre ellas corresponde el primer lugar á la Iglesia católica, cimentada en 
el trabajo de veinte siglos y conservada por la más compacta y poderosa 
jerarquia del mundo. En las demás, por regla general, se confunde su 
jerarquia, en su jefatura, á lo menos con la del Estado, y no tienen perso- 
nalidad internacional independiente. 

La Iglesia católica está en relación con todos los Estados, y de estas 
relaciones de hecho se derivan determinados derechos y deberes que inte- 
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resan, no ~610 al derecho público de cada pais, sino también, y ,bajo,cier- 

tos aspectos, á la sociedad internacional. L,a ciencia del Derecho interna- 
cional, que debe investigar y determinar las reglas de proporción entre 
todas las individualidades y entre todas las colectividades que forman el 
genero humano, debe ocuparse de regular la posicibn de la Iglesia romana 
respecto de todos los Estados; y debe ocuparse de ella sino quiere omitir 
algunos de los elementos que deben ser objeto de la investigación de 
dichas reglas de proporción. 

Hay otras formas de asociación menos importantes que las iglesias, y 
que deben sin embargo tenerse en cuenta: me refiero á las asociaciones de 
individuos que, sin tener una perfecta organización política, están sin 
embargo reunidos bajo la autoridad de un’ jefe, en forma de tribu ó de 
otra clase de agrupaciones análogas. 

¿Puede acaso negarse á las tribus bárbaras cualquiera que sea su 
grado de cultura, capacidad para ser consideradas como sometidas al 
derecho internacional? Aun suponiendo que carezcan de toda forma de 
organizacibn pblitica y que vivan de un modo especial en el territorio que 
ocupan, ¿no debe acaso aplicarse á las mismas el Derecho internacional 
llamado á proteger los derechos de la personalidad humana? 

Puede sostenerse que las tribus bárbaras, aunque reconozcan la auto- 
ridad de un jefe, no se las debe considerar como á las demás personas de 
la Magna Civita.s; pero sí debe admitirse que nO puede negárseles la apli- 
cación del Derecho internacional en lo que se refiere 8 la regulación de 
las relaciones de hechos establecidos entre ellos y los Estados no civiliza- 
dos. Es indudable que no puede admitirse la igualdad.jurMica entre las 
gentes civilizadas y las inciviles, aunque quiera limitar esta igualdad al 
goce de los derechos que les pertenecen, porque la igualdad jurídica exige 
cierta uniformidad en lo que respecta á las nociones jurídicas fundamen- 
tales, indispensables siempre para la comunidad de derecho; pero conviene 
reconocer que ningún pueblo civilizado ni tribu alguna bárbara puede 

estar fuera del derecho de la Humanidad. 
Hay tambibn asociaciones constituídas para un fin de carácter inter- 

nacional, las cuales, una vez reconocidas como tales por los Estados, 
pueden ejercitar su actividad en la esfera internacional; y deben ser regu- 

ladas, para el gozo de los derechos internacionales que se les hayan atri- 
buido por el derecho internacional. (‘) 

(1) Ciertas formas de las colectividades son resultado de la libertad de asocia- 
ci6n para la persecución de un fin de interés común, y se hallan formadas dentro de 
todos los Estados. Dichas colectividades asumen con frecuencia la condición de per- 
sonas jurídicas cuando la soberanía del EMado, en consideración 6 la utilidad ptibli- 
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En realidad existen en el mundo dos grandes repúblicas. Es una 
aquella que no tiene limites territoriales, ni fronteras determinadas por el 
mar, por los ríos ó por los montes, y á la cual corresponden todas las co- 
lectividades humanas ligadas entre sí por los vfnculos de la cultura, de la 
civilización y de sus intereses colectivos, que se hallan organizadas en so- 
ciedad de hecho y constituyen la Magna Civifas. La otra es cada una de 
las repúblicas constituidas por aquellos que, unidos por intereses civiles, 
económicos, sociales y políticos, forma cada cual un Estado. 

Ninguna de estas dos reptíblicas puede subsistir sin una ley que esta- 
blezca las reglas supremas para el desenvolvimiento ordinario de las res- 
pectivas actividades, de las relaciones recíprocas, de las acciones y de las 
prohibiciones, cuya observancia debe reputarse indispensable para hacer 
posible la ordenada convivencia de las entidades que la constituyen. 

Esta ley debe ser la expresión de los principios racionales de la 
justicia, determinados por las exigencias históricas y morales en que se 

encuentra y desarrolla la vida de los seres, y que deben reputarse los 
mejores para regir sus relaciones en sus actuales condiciones, y coordena- ; 
dos para el alto fin de determinar y proteger los derechos de los mismos. 
I.,a investigación de esta ley corresponde ante todo á la ciencia, la cual 
debe cumplir su fin inspirándose en la razón y en la historia. A ella 
corresponde ante todo investigar y determinar las reglas racionales que 
mejor respondan á las exigencias actuales y que deban reputarse las más 
adecuadas para proveer á la convivencia ordinaria. Tambikn corresponde 
á ella la alta misión de elaborar el material legislativo, suministrando asi 
á los organos competentes para atribuir á las prescripciones racionales la 

ca les haya atribuido la personalidad y la capacidad de ejercitar los derechos necesa- 
rios para realizzar el fin que la asociación pretenda. Aunque tales asociaciones puedan 
ejercitar su actividad en países extranjeros, no por esto podría sostenerse que éstas 
tengan derecho á reclamar, en justicia su esfera de acción en el extranjero. Esta no 
puede, en efecto, constituir para tales asociaciones un derecho de carkter interna- 
cional. I,a soberanía de cada Estado debe reconocer las personas jurídicas y atribuir- 
les la capacidad de ejercer ciertos derechos en el territorio sujeto á su propia auto- 
ridad. Puede llegarse hasta considerar conforme al interés general que ciertas aso- 
ciaciones extiendan su esfera de acción más allá de las fronteras, sin que se pueda 
sostener que esto pueda hacerse de pleno derecho. La autorización preventiva de la 
soberanía extranjera concedida bajo la forma de un reconocimiento 6 de otro modo, 
debe siempre considerarse verdaderamente indispensable. 

Todo lo dicho respecto de los derechos internacionales de las colectividades se 
refiere 6, las que existen $we SUO, esto es, aquéllas por las cuales es la existencia un 
hecho natural, el resultado de factores naturales; aquéllas que deben reputarse exis- 
tentes independientemente del derecho territorial, como son, por ejemplo, la nnrión 
y el pueblo. 

c 
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autoridad de la ley, los medios de proclamarlos con fuerza obligatoria á 

fin de proveer á la ordenada convivencia. 

Resulta, pues, claro que para que la ciencia pueda llenar convenien- 

temente su elevado fin de resolver el problema de la organización jurídica 

de la sociedad internacional, no debe limitar su trabajo á la investigación 

y determinación de las reglas que han de regir las relaciones entre los 

Estados constituídos. Para resolver por tnodo completo el problema del 

equilibrio jurídico y llegar á la organización racional de la sociedad inter- 

nacional, es indispensable que los hombres de ciencia busquen y fijen las 

reglas de todas las relaciones de hecho y de derecho entre las entidades 

que de la sociedad internacional formen parte. 

Ya sea que estas relaciones existan entre los Estados, entre los indi- 

viduos y los Estados, entre la colectividad de individuos y cada Estado, 

siempre que por su naturaleza, por su fin y por su desarrollo no puedan 

considerarse tales relaciones como de interés meramente territorial, debe 

ocuparse de ellas la ciencia. Esta debe investigar y fijar las reglas para 

gobernarlos y disciplinarlos. 

Compréndese fácilmente por qué yo he atribuído á la ciencia del 

Derecho internacional una misión más elevada y más amplia que la que á 

primera vista parece que le corresponde. Si me fuese posible, querría cam- 

biar su denominación para precisar mejor su objeto. La denominación 

actual no responde exactamente á la idea que se quiere expresar. I,a ex- 

presión «Derecho internacional)) determina el derecho entre nacion y 

nación, el derecho entre los Estados. Menos impropia sería la expresión 

«Derecho de gentes»: mas para indicar con mayor exactitud el fin de la 

ciencia, sería preferible servirse de la expresión ((Derecho del género 

humano)), siendo esta denominación colectiva la que abraza la gran 

República formada por todos los seres hutnanos considerados como perso- 

nas individuales ó colectivas. 

A mi modo de ver, el fin del Derecho internacienal debería ser el de 

investigar y determinar los derechos internacionales que deban atribuirse 

á cada uno de aquellos seres que forman parte de tal sociedad, á fin de 

establecer las reglas jurídicas de sus derechos y de sus deberes, y los me- 

dios legales para protegerlos. Para esto es necesario, ante todo, determi- 

nar cuáles sean las entidades personificadas &re SUO, cuáles las que, aun 

no estando personificadas, deben, sin embargo, considerarse sujetas al 

Derecho internacional, y que, formando parte de la sociedad internacio- 

nal, pueden reclamar también que sea respetada su individualidad y exi- 

gir que sean reguladas por el mencionado derecho sus relaciones con las 

entidades personificadas. 
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Inátil será proponerse dar á la sociedad internacional una forma de 
organización jurídica si no se determina lo que pertenece á cada cual, lo 

que puede hacer y lo que no debe hacer cada uno; y únicamente así po- 
drá establecerse la justa y racional proporción de toda forma de libertad 
y de actividad, y realizar el equilibrio indispensable para la organización 
jurfdica de la humanidad. 

A mi juicio debe considerarse como persona de la sociedad interna- 
cional, todo ser y toda institución que tiene su individualidad por virtud 
de su propio derecho y que puede ejercitar su actividad en todas las re- 
giohes de la tierra. 

La personalidad es siempre la caracteristica esencial de toda entidad 
humana. Mas para ser persona de la sociedad internacional debe pertene- 
cer, por derecho propio, dicha personalidad á la entidad de que se trate, 
y no en fuerza de cualquier forma de concesión de la soberanfa territo- 
rial. 

* 

, 

l 

Siempre que la personalidad sea consecuencia de un acto de la sobe- 
rama territorial, puede esto bastar para admitir que el ente moral ó la 
institución puede considerarse persona dentro de los limites en que el so- _ 

berano que ha concedido la personalidad, ejerce su autoridad y su impe- 
rio, mas no fuera de ellos 

Partiendo de estos conceptos hallo en la sociedad internacional tres 
individualidades: las personificadas jure szco, esto es, el Estado, el hom- 
bre y la Iglesia Católica Romana. 

Respecto del Estado no hay discusión: todos están de acuerdo en ad- 
mitir que, una vez constituido, debe reputarse, $we SUO, persona de la 
Magna Civitas . 

Surge la primera dificultad al admitir que el hombre pueda reputarse 
una persona de la Magna Civitas. 

Yo entiendo que el hombre es una persona natural. Este segán el 
derecho de la naturaleza, nace y existe con la propia individualidad y 
está, &re SUO y en general, dotado de libertad y de capacidad para las 
relaciones juridicas. 

I,a personalidad humana y los derechos naturales que pertenecen al 
hombre como tal, subsisten, ya se les considere como hombres en sus 
relaciones con la sociedad civil, ya en sus relaciones con la sociedad polí- 
tica ó con la sociedad internacional. El hombre, pues, debe ser considerado 
sujeto de derechos en todas las formas y relaciones que por su personali- 
dad natural ó por la libertad de su actividad pueden establecerse. 

Frente á la sociedad civil debe reputarse sujeto de derechos privados 
aun cuando no tenga la condición de ciudadano de un Estado determi- 

\ _ s 
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nado; respecto de la sociedad política, cuando por pertenecer á la misma 

tenga la condición de ciudadano, debe reputársele sujeto de aquellos de- 

rechos privados y de los públicos que tienen su base y fundamento en la 

ciudadanía. En cuanto á la “sociedad internacional, así como Su personali- 

dad, en SUS relaciones con el género humano, no puede perderse, según 

hemos dicho, como una gota de agua en el Octeano, sino que subsiste 

como tal personalidad con los derechos que le pertenecen según su dere- 

cho natural, debiendo, por tanto, ser reputado sujeto de aquellos derechos 

internacionales que tienen su fundamento en la personalidad natural. I,e 

corresponde, pues, el derecho de reclamar la aplicación del derecho inter- 

nacional, y el respeto de aquellos que nosotros denominamos derechos 

internacionales de la personalidad en sus relaciones con el género huma- 

no, esto es, en las relaciones que en fuerza de su libertad y de su actividad 

pueden establecerse con los demás hombres que c’onviren en la Ma*qna 

Civifas y con las soberanías que rigen en los diversos países de la misma. 

¿Podrá sostenerse, acaso, que el, hombre que no sea ciudadano de un 

Estado determinado, sea cualquiera su raza y su color, esté civilizado ó 

en estado salvaje, puede asimilársele en la sociedad internacional á una 

cosa material y repctársele desprovisto de la capacidad necesaria para ser 

considerado sujeto de derechos? 2Qui&n osará sostener hoy que el hombre, 

independiente de los Tratados, no puede exigir el respeto á los derechos 

de la personalidad humana, esto es, aquellos que le corresponden por de- 

recho natural como tal hombre? Y si esto no puede sostenerse racional- 

mente, ¿puede impugnarse la idea de que el hombre deba ser reputado 

como tal sujeto de aquellos derechos internacionales que tienen su base 

en la naturaleza humana? 

Bien sabemos que existe cierta repugnancia á admitir nuestra teoría. 

Depende esto de que la generalidad considera cotno derechos internacio- 

nales únicamente aquellos que corresponden á los Estados en sus relacio- 

nes con los demás, y que están reconocidos y consagrados en los Trata- 

dos respectivos. AdGcese contra nuestra teoría que el hombre 110 tiene 

capacidad para concluir un Tratado ó para contraer una obligación inter- 

nacional, y que no tiene los medios para proveer á la tutela jurídica de 

los que nosotros denominamos sus derechos internacionales. Advertire- 

mos, sin embargo, que nosotros no podemos imaginar ni entendemos sos- 

tener que el hombre pueda ser sujeto de aquellos derechos internaciona- 

les que corresponden á los Estados en sus mutuas relaciones. No ignora- 

mos que una cosa es la condición y la personalidad del Estado, y otra 

muy distinta la condición y la personalidad del hombre en sus respecti- 

vas relaciones con la Magna Civifas. Es, pues, natural, que sean subs- 
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tancialmente distintos los derechos internacionales correspondientes al 

uno ó al otro, y diversa también la capacidad de obrar y la de obligarse 

correspondiente á cada cual de ellos. Por consiguiente, sólo el Estado 

puede concluir Tratados y asumir obligacion&s internacionales; pero esto, 

por la razón de que toda obligación internacional es de naturaleTa políti- 

ca y pública, y de aquí que sólo el Estado pueda tener capacidad para 

asumirla puesto que sólo él es una institución política y pública. El hom- 

bre no tiene capacidad de asumir una obligación internacional ni puede 

pretender, disfrutar en la *llagna CSitas los derechos correspondientes al 

Estado: mas cpor qué razón? Hemos dicho que el individuo puede exigir 

el respeto y el goce de aquellos derechos que se fundan en la naturaleza 

humana, y que, bajo este respecto debe reputársele, @re sao, como suje- 

to de derechos internacionales. Los que le corresponden en cuanto hom- 

bre son los de la pers’onalidad humana, y principalmente: 

a> El derecho de libertad y de inviolabilidad personal; 

6) El derecho de elegirla ciudadanía de un Estado, de renunciar á 

la ya adquirida, y elegir otra: 

c) El derecho de emigrar; 

d) El derecho á su libre actividad y el de comercio internacional: 

ej El derecho de propiedad; 

f) El derecho de libertad de conciencia. 

No todo hombre pdede aspirar al goce y al ejercicio de estos derechos 

naturales, sino R condición de someterse á las leyes del país en que pre- 

tende gozarlos y ejercerlos. 

En lo concerniente á la tutela de estos derechos, reconocemos que el 

hombre no puede disponer de medios eficaces para mantener en la socie- 

dad internacional el respeto de sus propios derechos, ni reprimir SU viola- 

ción. Admitimos, sin embargo, que los derechos internacionales del 

hombre deben considerarse bajo la tutela jurídica colectiva de los Estados 

civilizados, á los que corresponde garantir los derechos de la personalidad 

humana. Todo atentado á la inviolabilidad y á la libertad del hombre, y á 

los derechos que le corresponden con arreglo al Derecho internacional, 

puede legitimar la ingerencia colectiva de los Estados civilizados para 

restablecer el orden jurídico perturbado, ateni&dose á los medios y pro- 

cedimientos admitidos por el derecho internacional para la tutela jurídica 

del mismo. 

I,a ingerencia colectiva de las grandes Poten,cias europeas en Turquía, 

para proteger, por ejemplo, los derechos de los armenios, conculcados por 

los circasianos y los kurdos por SLI fanatismo religioso; en la China, para 

reprimir los atentados de los boxers contra los cristianos y para mantener 
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el respeto debido (z los derechos personales correspondientes á los mismos; 
en Marruecos, para hacer que cesen los asesinatos y las devastaciones por 
parte de los indl’genas semibárbaros contra los extranjeros, ino están jus- 
tificados, acaso, como forma de tutela jurídica dela personalidad humana? 
No debe, pues, admitirse que, aunque-el hombre no tenga medios para 
para proteger sus propios derechos, no puede hallar su tutela en la inge- 
rencia colectiva por parte de los Estados civilizados. 

I.,a dificultad. es mayor cuando se trata de opinión respecto de la 
Iglesia católica romana, que yo considero también, aunque sea una insti- 
tución medioeval, como una persona de la Magna Civitas. I,os publicistas, 
con su insensata teoría de que sólo el Estado es persona, y, por consi- 
guiente, que no puede atribuirse al hombre la personalidad internacional, 
han extendido el deplorable error de que los derechos del. hombre ~610 
subsisten frente al derecho público interior, de donde se deriva la errónea 
y funesta teorfa de que el extranjero podría reputarse fuera del derecho 
común en lo que concierne á sus derechos privados y civiles. 

Por esta misma falsa teoría y la de que sólo el Estado puede reclamar 
el goce de los derechos internacionales que le corresponden, se ha llegado 
á otro resultado no menos deplorable, el de dar origen á la llamada CzdeJ- 
tïón romana. 

I,os mantenedores de los derechos de la Iglesia y del Pontífice, fun- 
dándose en la doctrina delos publicistas, de ,que sólo el Estado es persona 
ante el derecho de gentes, han hecho surgir, con razón en tal caso, la 
pretensión del Poder tem$opaZ, como indispensable para proteger el res- 
peto á los derechos del Pontificado. 

c 

Han aducido en favor de su teoría, que la Iglesia Católica Romana 
ejerce derechos y mantiene relaciones internacionales; que su jefe ejerce 
el derecho de legislar y concluir tratados; que mantiene la libre comuni- 
cación con los fieles; da las reglas de la disciplina, y ejerce su poder so- 
berano sobre l’a respectiva jerarquía. Los mantenedores del Pontificado, 
teniendo en cuenta que sólo el Estado como persona internacional puede 
reclamar el goce de los respectivos derechos, han sostenido que, como el 
Papa puede afirmar, y nadie puede contradecirle, que posee ciertos dere- 
chos internacionales, puede también reivindicar la posesión de un Estado 
para disfrutar una completa garantfa respecto del goce de los propios de- 
rechos: y de aquí han concluido que debe reputarse indispensable al Pon- 
tífice una forma cualquiera de organización política como Estado, una 

posesión territorial aunque sea muy limitada, y un poder temporal para 
poder hallarse el jefe de la Iglesia en relación con los Estados. Para cor- 

tar precisamente el nudo de la cuestión es para lo que me ha parecido II 
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conveniente sostener que tambien la Iglesia Católica puede y debe ser re- 
putada persona de la Magna Civitas, y que tal derecho le correspondeju- 
re SUO como institución mundial constituida en fuerza de la libertad de 
conciencia de innumerables personas esparcidas por diversas regiones del 
mundo bajo la suprema autoridad del Pontífice, que provee al gobierno 
de la misma promulgando el dogma y los principios de la fe. Sostenemos, 
por consiguiente, que también la Iglesia católica romana debe ser reputa- 
da persona de la Magna Civitas, y que, como tal, puede invocar el goce 
de los derechos internacionales que le pertenecen como institución espi- 
ritual y mundial, aunque no pueda pretender que se la iguale á un Es- 
tado. 

Sostenemos esto fundados en que la Iglesia católica, como institución 
mundial, tiene la propia personalidad jwe SUO é independientemente del 
derecho territorial. Hállase, en efecto, constituída por virtud de derecho 
de libertad de conciencia correspondiente á cada hombre: cuyo derecho 
asume el carácter del de la colectividad respecto de todos los creyentes 
que forman dicha Iglesia. Tiene, además, su propia esfera de acción que 
no está encerrada en.los fines de este ó del otro Estado, sino que se ex- 
tiende por todas las regiones del mundo en las cuales haya creyentes reu- 
nidos en comunión religiosa bajo la suprema voluntad del Papa. 

Fo pudiéndose negar con fundamento que la Iglesia católica sea de 
hecho una institución distinta, en su esencia, de todos y cada uno de los 
Estados, pero con propia personalidad, y que lo es por derecho propio, ni 
que forme parte de la Magna civiias, debemos admitir, por consiguiente, 
que es también una persona de la seciedad internacional. 

I,a gran dificultad que se opone para aceptar nuestro criterio se deri- 
vade que la Iglesia católica es al mismo tiempo una asociación religiosa 
que practica sus propios derechos dentro del Estado, y una corporación 
que vive en el mismo, por la que cae, como tal, bajo la potestad de la so- 
beranía del Estado, y debe someterse al derecho público tefritorial. 

Es verdaderamente difícil separar la Iglesia bajo estos dos aspectos, 
por lo que ilustres publicistas como Bluntschli (artículo 26 Deve&o codifi- 
cado); Hefter (Derecho InternacioltaZ, $ 40); Martens (Tratado de Devec/zo 
h&mzaciortal; tomo XI pág. 426); Pradier-Foderé (núm. 81); Bonfils 

(Derecho Internacional, § 155>, y otros, considerando que el derecho pú- 
blico de cada país determina los derechos y los privilegios de la Iglesia 
como corporación; que es la legislación política del Estado la que debe’ 
regir los actos de la Iglesia y la responsabilidad de las personas puestas al 
frente para desarrollar sus funciones como ministros del Papa; y que, en 
resumen, todo se regula por los concordatos, si existen, y á falta de ellos, 
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por el Derecho público interior, y que en todo esto nada tiene que ver el 
derecho internacional, han concluido de aquí que no puede admitirse que 
la Iglesia tenga personalidad internacional. 

Entiendo yo, por el contrario, que examinando cuidadosamente es- 
tas cosas; distinguiendo lo que es la Iglesia Católica como institución 
universal, mundial, y lo que es como asociación y corporación que vive 
dentro del Estado, determinando los derechos y la capacidad juridica que 
le corresponden como sociedad de hombres esparcidos por todas las regio- 
nes del mundo y unidos por la misma creencia religiosa bajo la autoridad 
del PontíCce, y los derechos y capacidad jurídica que le corresponden en 
el interior de cada Estado como corporación, se puede admitir la perso- 
nalidad de la Iglesia católica como institución mnndial, sin amenguar en 
lo más mfnimo la autoridad del derecho publico interior respecto de la 
misma. 

Nosotros sostenemos que sobre el derecho público interior está el de- 
recho internacional, que determina la esfera jurfdica dentro de la cual 
puede admitirse la autonomía absoluta de la soberanía de cada Estado. 
L,os derechos internacionales correspondientes á las personas que existen 
en la Magna civitas, son muy distintos de los que á las mismas pueden 
corresponder en sus relaciones con el derecho publico interior. 

Es un hecho que en la gran República, que se denominah umanidad ó 
género humano, se halla también la Iglesia católica que es una institu- 
cibn mundial. También es un hecho que ésta tiene, como tal, su indivi- 
dualidad independiente del derecho territorial; y que los creyentes es- 
partidos en los diversos países, en fuerza del derecho de libertad de 
conciencia, reconocen la autoridad del pontífice como su jefe supremo en 
la relación religiosa. Ahora bien: el conjunto de los requisitos indispen- 
sables según los principios de la justicia natural, para que tal institución 
pueda subsistir, constituyen los derechos de la Iglesia católica ó univer- 
sal, y deben ser reputados como derechos internacionales de la misma en 
cuanto estos proceden de la ley interior, pero correspondiendo también á 
la Iglesia católica, jure SUO, frente á todos los Estados, y tienen su fun- 
damento en los altos principios que deben regir la sociedad internacional. 

Se objeta que la Iglesia católica no tiene derechos ni privilegios sino 
en fuerza de la ley política, pretendiendo reducirlo todo á una cuestión de 
derecho público interior; pero entendemos que bien examinado todo no 
puede considerarse exacto ese concepto. 

Esttídiese cuidadosamente lo ocurrido cuando Italia ocupó á Roma y 
se efectuó la anexión de las provincias que se hallaban sometidas á la do- . 

minación pontificia. I_,a ocupación de Roma y las anexiones efectuadas 
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después de 10s plebiscitos, consideráronse, con razón, como cuestiones de 
derecho público interior. Así, pues, Italia ha podido suprimir también 
las corporaciones religiosas, someter la Iglesia á las leyes interiores res- 
pecto de las adquisiciones patrimoniales, y regular el ejercicio del culto; 
ha podido someter sus ministros á la autoridad de las leyes civiles y de las 
penales con respecto de las funciones de su ministerio, y nadie ha podido 
ni podrá ingerirse en lo que es absolutamente del dominio de nuestro de- 
recho público interior. iPero habría podido Italia, al ocupar á Roma, 
atentar á la independencia del Papa ? ¿Habría podido ó pudiera poner 
obstáculos ó restringir el ejercicio de su poder como jefe de la Iglesia ca- 
tólica? 2Habrfa podido impedir que el pontífice convocase en Roma con- 
cilios ó sínodos? GHabría podido impedir la libre comunicación del jefe 
de la Iglesia con los creyentes que la constituyen y que se hallan esparci- 
dos por todo el mundo, 6 que éstos viniesen á Roma para afirmar que reco- 
nocen al Pontífice como jefe supremo? ¿Habría podido negar al Pontífice 
el derecho de representación en sus relaciones con los gobiernos extran- 
jeros que quieran mantener con éste relaciones diplomáticas? Pueden acaso 
reputarse tales cuestiones como del dominio del derecho público interior? 

En los demás países, ha podido considerarse, como lo está en abso- 
luto, dentro del dominio del derecho público interior, la supresión de los 
Concordatos, la promulgación de leyes decretando la separación de la 
Iglesia y del Estado, la supresión de ciertos privilegios, etc., etc, ¿Pero 
ha podido considerarse en el dominio del derecho público interior la fa- 
cultad de negar la libertad de creencia religiosa correspondiente á los 
cristianos que entienden afirmar de este modo su derecho de libertad de 
conciencia? Podrá acaso reputarse dentro del dominio del mencionado 
derecho y como un hecho indiferente para la sociedad internacional y 
extiaño al derecho por que ésta se rige, la matanza de los cristianos y SU 
persecución por parte de los infieles excitados por el fanatismo religioso? 
¿Quién osará sostener que todo atentado á los derechos naturales de la 
Iglesia y de los que la constituyen, deba reputarse como un hecho indi- 
ferente para la sociedad internacional y extraño al derecho por que ésta 
se rige, la matanza de los cristianos y su persecución por parte de los in- 
fieles excitados por el fanatismo religioso? ¿Quién osará sostener que todo 
atentado á los derechos naturales de la Iglesia y de los que la constitu- 
yen, deba reputarse como un hecho indiferente frente al derecho interna- 
cional, porque éste no regula las relaciones de la Iglesia católica con los 

diversos Estados? 
I..,a Historia nos muestra lo contrario. El alto concepto de Cavour 

aI.,a Iglesia libre y el Estado libreu; la Nota diplomática de Visconti Ve- 

i 
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nosta para asegurar al mundo católico que ocupando á Roma quería Ita- 

lia respetar cuidadosamente la independencia del Papa y de la Iglesia ca- 

tólica; la ley de 19 de mayo de 1871, por la que se proclamaron y garan- 

tizaron los derechos correspondientes al Papa en sus relaciones con el con- 

sorcio internacional de los creyentes, y los correspondientes á aquél en 

sus relaciones con el Estado italiano, todo tiende á establecer que á la 

Iglesia y al Pontificado se le deben atribuir como institución mundial 

ciertos derechos que son independientes y muy distintos de los que púe- 

tlen corresponderle como corporación ó asociación religiosa en SUS rela- 

ciones con cada Estado, y que deben ser determinados y regulados por el 

derecho piíblico interior. 

Deducimos de aquí que la Iglesia católica romana, en cuanto institu- 

ción mundial, debe considerarse como sujeto de derechos internacionales. 

I,os que le corresponden como institución espiritual y mundial son: 

a) El derecho de independencia en lo relativo á su constitución y á 

su organización; 

6) El derecho de libertad para gobernarse dentro del círculo deter- 

minado por su finalidad como institución espiritual; 

c) El derecho de comunicación libre y recíproca del Papa con todas 

las personas que constituyen la jerarquía y con los fieles; 

d) IX1 derecho de representación; 

e) I,a inviolabilidad del Papa como jefe espiritual de la comunión 

religiosa. 

Para obtener el goce de estos derechos no es necesario que la Iglesia 

se considere como un I;‘,stado ni que su jefe tenga una soberanía territo- 

rial que implique el ejercicio del poder temporal y polltico. No debe con- 

siderarse indispensable para subsistir como institución espiritual y para 

realizar los fines para que deba considerarse instituida, que tenga capa- 

cidad, _jwe szco, de adquirir derechos patrimonialas y ser reputada perso- 

na jurídica universal. Es una institución de orden ético y moral, y sola- 

mente como tal puede ostentar derechos internacionales, pero no necesita 

poseer frente á todos los Gobiernos del mundo la capacidad de adquirir 

derechos patrimoniales. Ni el poder temporal- ni el patrimonio son indis- 

pensables para la alta finalidad de la Iglesia como institución espiritual. 

Aun admitiendo que tenga necesidad de medios económicos para las fun- 

ciones de gobierno, no puede sostenerse que sea indispensable el patri- 

monio, sino que debe reputarse suficiente la caridad por parte de los fie- 

les, tan ampliamente ejercida bajo la forma del dinero de San Pedro. 

PASQUALE FIORE 
(Cmclui~-á) . 
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BASES DE LA PROTECCI6N A CIUDADANOS 

RESIDE?TI’ES EN EL EXTRANJERO * 

(TRAINJCCIbN POR 1\f. 1. M.) 

(Continzraci6tz) 

Podrán presentarse, en determinados tiempos y lugares. tales circuns- 

tancias, que la aplicación de la regla, en beneficio de ciudadanos extran- 

jeros,. requiera una accióa de todo pnnto diferente de la acción ejercida 

ordinariamente en favor de los ciudadanos nativos; pero es siempre la 

misma acción, que se debería igualmente tomar en el caso de que un ciu- 

dadano nativo se viese en iguales condiciones de necesidad. Es evidente 

que ningunaotra regla sería posible. Sobre cualquiera otra base, cada país 

se vería obligado á adoptar un doble sistema legal, así como reglas dobles 

sobre administración y policía; y la existencia de numerosos extranjeros 

sería un gravamen insoportable. El modelo, al cual aspira la regla, es de 

rectitud y’no precisamente de aplicación actual. El extranjero tiene dere- 

cho á la misma protección y al mismo tratamiento que el nativo; y el he- 

cho de que un ciudadano no haya reclamado sus derechos y pueda estar 

satisfecho de una administración relajada, incapaz de asegurárselos, no 

es razón para que el extranjero no deba reclamarlos, y el hecho de ne- 

gárselos no admite excusa. Es esto de una naturaleza práctica y toma en 

cuenta las posibilidades del Gobierno bajo las presentes circunstancias. 

Los derechos del extranjero varían, como, varían los del ciudadano, en 

las épocas ordinarias de paz y en las perturbaciones y tumultos, en las 

comunidades ordinariamente organizadas, y en las regiones fronterizas y 

campos de mineros. 

I,a historia diplomática de este país ofrece una larga y desgraciada 

serie de ultrajes inferidos á los extranjeros por las violentas turbas. ESOS 

ultrajes han sido, de modo uniforme, causa de reclamaciones diplomáticas 

y de largas discusiones, resolviéndose en las indemnizaciones consiguien- 

tes. El exámen de estas discusiones demostrará, que la indemdización fué 

pagada en cada uno de aquellos casos, porque los Estados Unidos no 

hicieron en cada caso particular, lo que deberían haber hecho por SUS 

propios ciudadanos, si nuestras leyes se hubiesen aplicado, como nuestros 

ciudadanos tienen derecho de que se les fuesen aplifadas. Por tanto. 

ningún gobierno puede garantizar, á todos los habitantes de SLI territorio 

contra las ofensas inferidas por el crimen individual, como cingún gobierno 

* Véase el @ímero 20 de los ANALES DE I,A CORTE DE JUSTICIA CEA-TKOAI~E- 

RICANA, para la primera parte de este discurso. 

-t 
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puede garantizas el castigo del mismo crimen; pero cada ciudadano tiene 

derecho á la protección de la policía acordada á él, en armonía con las 

exigencias en la& cuales pueda verse colocado. Si Pi es capaz de hacer 

6saber al Gobierno la violencia que contra 61 se proyecta, tiene derecho de 

que se tomen las medidas necesaria< para prevenirla, como 10 tiene 

siempre á una tan vigorosa persecución y castigo de aquellos, que resnl- 

taren culpables de la violación criminal de sus derechos, que sea noto- 

rio á tados, que no puede ser ultrajado impunemente, y de que cuenta 

con cl efecto preventivo de la pena, como protección. 

E:s un hecho desconsolador que, en esta ‘importante materia, el Go- 

bierno de los Estados Unidos sea incapaz de cumplir sus deberes interna- 

cionales, dando un grado de protección y de facilidades para la repara- 

ción de las ofensas hechas al extranjero, ,igual al que da á sus propios 

ciudadanos. I,as dificultades que rodean al extranjero en tierra extraña, 

son ordinariamente de carácter local. El gobierno y pueblo de un país ex- 

tranjero están de ordinario listos para dar á los extranjeros, de una amplia 

y abstracta manera, la mayor tolerancia, igualdad ante la ley y protec- 

ción; pero los habitantes de un lugar determinado, con quienes los ex- 

tranjeros se hallan en contacto, con demasiada frecuencia carecen de bue- 

na inteligencia y simpatía para ellos. No comprenden y resienten sus cos- 

tumbres, que no les son familiares: están expuestos á dejarse dominar por 

la cólera, ante la competencia que el extranjero les hace. El contacto in- 

mediato provoca disgusto é intolerancia de Zu drficz’enle ctca~idad TZOYLZ/ & 

SKY ertra~z~~yo, según la expresión de Bret Harte. Nuestra Constitución 

reconoce este natural y frecuente prejuicio, al dar á los tribunales nacio- 

nales jurisdicción, sobre todas las controversias legales entre ciudadanos 

y extranjeros residentes en los Estados TInidos. Con todo, somos defi- 

cientes al reconecer iguales condiciones, cuando se trata de la seguridad 

de las personas y propiedades de los extranjeros. Los’Ekatutos revisados 

de los Estados Unidos tienden á proteger á sus ciudadanos contra tales 

prejuicios y daiios, al proveer en la sección 5,508. 

((Si dos ó más conspiran para injuriar, oprimir, amenazar ó intimidar 

á cualquier rk&duno en el libre ejercicio ó goce de cualquier derecho ó prj- 

vilegio que le conceda la Constitución 6 leyesde los Estados Unidos, 8 por 

haber ejercido los mismos; ó si dos ó más personas van disfrazadas en las 

vías nacional- ó en la propiedad de otro, con el intento de impedir ó di- 

ficultar el libre ejercicio ó goce de cualquier derecho ó privilegio gnraw 

tizado de la misma manera, serán multados e~t una cantidad de cinco mil 

pesos, como máximo, y encarcelados por un término no mayor de diez 

años, y además, no serán elegibles en lo ilutnro para ningfin oficio. pue+ 
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to de honor, provecho ó confianza. creado por Ja Coustítución 6 Jeyes de 

los Estados Unidos)) _ 

Esta provisión, con todo, no es aplicable 6 los extranjeros ialiens) y 

ninguna provisión semejante se les aplica. En consecuencia, chinos inde- 

fensos fueron atacados por las turbas en Denver en 1880. y en Rock 
-3 

Spring, Wyoming en 1885; algunos italianos fueron linchados en Kueva 

Orleans en 1891, y otros en Rouse, CoIorado en 1895; unos mejicanos 

fueron linchados en Ireka, California en 189.5. y otros italianos, en Fa- 

llulah, Louisiana, en 1899, . y además, en Erwin, Mississippi en 1901. 

Nuestro Gobierno se halló prácticamente sin defensa, ante las reclama- 

ciones por indetnnización, á causa de nuestra deficiencia para hacer ex- 

tensiva, á esos extranjeros, la misma protección que damos á nuestros 

ciudadanos, y el resultado final, en cada caso, después de una larga co- 

rrespondencia diplomática, fué el pago de la indemnización, por la sen- 

cilla razón de que nunca hemos cumplido nuestros deberes internacionales. 

En esas discusiones, nuestro Departamento de Estado procuraba algu- 

nas veces escudarse con la distribución del poder en nuestro sistema cons- 

titucional, y con el hecho de no haber en los Estados Unidos ley alguna 

que provea á la indemnización, sino por medio de los funcionarios deE 

Estado en la propia localidad en donde la ofensa naciera del prejuicio (ya 

apuntado j . 
ELTHU Roo?‘. 

(Cox if ie uad) . -_ 

NOTAS 
Con motivo de las fiestas patrióticas que se celebrarán en 

San Salvador el 5 de noviembre del corriente año, para conme- 
morar el Centenario del Primer Grito de Libertad que inició la 
independencia de la Ambrica Central, la Corte nombró como 
representantes suyos á los señores Doctor don Francisco Martí- 
nez Suárez, Magistrado Suplente por el Salvador ante este mismo 
Tribunal de Arbitraje y Licenciado don Ernesto Martin, y en- 
cargó durante el tiempo que dure la ausencia del tíltimo, al Li- 
cenciado don Alejandro ,LZlvarado Quirós, las funciones de Secre- 
tario y Tesorero de la Corte, así como de la dirección de esta 
Revista. 

En el próximo número se insertará el voto del Magistrado 
Dr. don Alberto Uclés sobre la demanda presentada por don 
Salvador Cerda, contra el Gobierno de Costa Rica. No se hace en 
este nGmero por haber llegado tarde y estar listo todo el material. 

i 
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